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TITUW PRELIMINAR

PREAMBULO

A todos los q~ la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo vengo en·

sancionar la siguiente Ley:

Articulo uno
1. Es objeto de esta Ley, la regulación del dominio público

. hidráulico, del uso del agua y del ejercicio de las compete~clas
atribuidas al Estado en las matenas relaCIOnadas con dicho
dominio en el marco de las competencias delimitadas en el articulo
149 de 1a Constitución.

r-,

LEY 29/1985. tk 2 de ag05to, d~ "fguas.

JUAN CARLOS 1,

R'EY DE ESPAÑA

16661

El agua es un recurso natural escaso, indispensable para la vida
y para el ejercicio de la inmensa mayoría de l\ls actividades
económicas; es irreemplazable, no ampliable por la mera voluntad
del hombre, irregular en su forma de presentarse en el tiempo y en
el espacio, fácilmente vulnerable y susceptible de usos suceSI\Ús.

Asimismo el agua constitllye un recurso unitario. que se
renueva a través del ciclo hidrológico y que conserva. a efeclOs
prácticos, una magnitud casi constante dentro de cada una de las
euencas hidrográficas del país.

Consideradas, . púes, como recurso, no cabe distinguir entre
aguas superficiales y subterráneas. Unas y otras se 'encuentran
íntimamente relacionadas, presentan una identidad de naturaleza y
función Y. en su conjunto, deben estar subordinadas al interés
general y puestas al servicio de la nación. Se trata de un recurso que
debe estar disponible no sólo en la cantidad necesaria sino también
con la calidad precisa. en función de las directrices de la planifica­
ción económica, de acuerdo con las previsiones de la ordenación
territorial y en la forma que la propia dinámica social demanda.

Esta disponibilidad debe lograrse sin degradar el medio
ambiente en general, y el recurso en particular, minimizando los
costes socio-económicos y con una equitativa asignación de las
cargas generadas por el proceso. lo que exige una previa planifica­
ción hidrológica y la existencia de unas instiluciones adecuadas
para la eficaz administración del recurso en el nuevo Estado de las
Autonomías.

Todas estas peculiaridades, indiscutibles desde el punto de vista
científico y recogidas en su doctrina por organismos e instancias
internacionales, implican la necesidad de que los instrumentos
juridicos, regulen, actualizadas, las instituciones necesarias, sobre
la base-de la imprescindible planificación hidrológica y el reconoci­
miento, para el recurso, de una sola calificación juridica. como bien
de dominio público estatal, a fin de garantizar en todo caso su
tratamiento unitario, cualquiera que sea su origen inmediato.
superficial o subterráneo. Este planteamiento impone, por tanto,
como novedad la inclusión en el dominio público de las aguas
subterráneas, desapareciendo el derecho a apropiárselas que conce­
día la Ley de 1879 a quien las alumbrase. Esta declaración no afecta
necesariamente a los derechos adquiridos sobre las aguas subterrá­
neas, alumbradas al amparo de la legislación que se deroga. dado
el planteamiento opcional de integración en el nuevo sistema que
la Ley establece.

Por otra parte, la vigente Ley de Aguas, del3 de junio de 1879.
modelo en su género y en su tiempo, no puede dar respuesta a los
requerimientos que suscitan la nueva organización territorial del
Estado, nacida de la Constitución de 1978, las profundas transfor­
maciones experimentadas por la sociedad, los adclantos tecnológi­
cos, la presión de la demanda y la creciente conciencia ecológica y
de mejora de la calidad de vida. Buena prueba de ello es la honóa
'legislativa que ha sido promulgada hasta la fecha, con variado
rango nortnativo, en un intento, a veces infructuoso. de acomo­
darse a las cambiantes circunstancias socio-ecoDómicas, culturales,
politicas, geográficas e, incluso, de supervivencia, como en los
casos puntuales de sobreexplotación o grave contaminación de
acuiferos.

Se hace, pues, imprescindible una nueva legislación en la
materia, que aproveche al máximo los indudables aciertos de la
legislaciÓD precedelite y contemple tradicionales instituciones para
regulación de los derechos de los regantes, de las que es-ejemplo el
Tribunal de las Aguas de la Vega Valenciana, ,pero que tenga muy
en cuenta las transformaciones señaladaS, y de manera especial, la
nueva configuración autonómica del Estado, para que el ejercicio
de las competencias de las distintas Administraciones se produzca
en el obligado marco de colaboración, de forma que se logre W1a
utilización racional y una protección adecuada del recurso.

asociación empresarial, o en sostener económicamente oen otra
forma sindicatos con el mismo propósito de control.

Artículo catorce
El sindicato a que pertenezca el trabajador presuntamente

lesionado, asl como cualquier sindicato que ostente la condición de
más represeBtativo, podrá personarse como coadyuvante en el
'proceso incoado por aquél.

Articulo quince
Si el órgano judicial entendiese probada la violación del derecho

de libertad sindlcaldecretará el cese inmediato del comportamiento
antisindical, así. como la reparación consiguiente de sus consecuen­
cías ilícitas, ·remitiendo las actuaciones al Ministerio Fiscal, a los
efectos de depuración de eventuales conductas delictivas.

DISPOSICIONES FINALES

Primera.-l. Las organizaciones sindicales constituidas en apli.
cación de la Ley 19/1977, de 1 de abril, y que gocen de personalidad
jurídica en la fecha de entrada en vigor de esta Ley conservarán el
derecho a la denominación, sin que en ningún caso se Prodllzca
solución de continuidad en su personalidad, quedando automática-
mente convalidadas. .' .

2. La oficina pública a que se refiere el articulo 4.0 de esta Ley
queda establecida orgánieamente en el, Instituto de ..Mediación,
Arbitraje y Conciliación y en los órganos correspondi!ntes de las
Comunidades Autónomas, en su respectivo ámbito territorial,
cuando tengan atribuida esta competencia En.tOOo caso, éstas
deberán remitir, en el .pI¡Izo preVIsto en el lU1ículo 4.°, 4, un
,*mplar de la documentación depositada al Instituto dI: Media­
CIón, Arbitraje y Conciliación.

Segunda.-Los preceptos contenidos en las disposiciones adicio­
nalesl'rimera y segunda, en la disposición transitoria ~ en la
dispoSIción final primera no tienen caráCter de Ley Orgárnca.

Tercera.-La presente Ley entrará en vigor al día siguiente de su
publicación en el «Boletin Oficial del Estado».

Por tanto, •
MandO" a todos Jos españoles, particulares y autoridades, que

guarden y llagan guardar esta Ley Orgánica.

Palma de Mallorca, 2 de agosto de 1985.

JUAN CARLOS R.

DISPOSICION DEROGATORIA

Quedan deropdos la Ley 19/1977, de 1 de abril, y el Real
Decreto 873/1977, de 22 de abril, en todo cuanto se oponga a la
presente Ley, permaneciendo vigente la regulación que contienen
dichas normas referidas a las asociaciones profesionales y, en
particular, a las asociaciones empresariales cuya libertad de sindica­
~ión se reconoce a efectos de lo dispuesto en el articulo 28.1 de la
Constitución española y de los convenios internacionales suscritos
por España.

El !'mident< del Gobierno,
FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera.-l. A los efectos de lo previsto en los artículos 6.0 , 2,
Y 7.°, 1, el período de cómputo de los resultados electorales, que
lIl:l'á acordado llreviamente por el Consejo Superior del Instituto de
Mediación, Arbitraje y Conciliación, no podrá exceder de. tres
meses.

2. El Gobierno dictará las disposiciones que sean precisas para
-el desarrollo y aplicación del aperlado a) del articulo 6.0. 3. v del
artículo 7.°, 1, de esta Ley y de lo previsto en la Aisposición
adicional sexta del Estatuto de los Trabajadores, SIn que la
capacidad representativa que, por aplicación de dichas disposicio­
nes se reconozca, pueda ser inferior a cuatro años de duración.

Segunda.-1. La duración del mandato de los delegados de
personal, de los miembros de los comité:s de empresa y de quienes
formen parte de los órganos de representación que se establezcan
en las Administraciones .públicas será de cuatro años, pudiendo ser
reelegidos en sucesivos períodos electorales.

. 2. En el plazo de un año y en desarró1lo de lo previsto en el
articulo 103.3 de la Constitución, el Gobierno remitirá a las Cortes
un proyecto de Ley en el que se regulen los órganos de representa­
ción de los funcionarios de las Administraciones públicas.
. Tercera.-El derecho reconocido en el al'artádo d) del número 1,
articulo 2.0 , no podrá ser ejercido en el mterior de los estableci­
mientas militares.

A tal efecto, se determinará reglamentariamente lo que haya de
entenderse por establecimientos militares.
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2. Las aguas continenla1es sllperficiales, así como las sllbterrá-,
neas renovables, integradas todas ellas en el ciclo hidrológico,'
constituyen un recurso unitario, subordinado al interés general, que
forma pane del dominio pilblico estatal como dominio público
hidráulico. . .

3. Corresponde al Esta4o, en todo caso, y en 10$ términos que
se establecen en esta Ley, la planificación hidrológica a la que
deberi someterse toda actuación sobre el dominio públiCo hidráu­
lico.

4. Las aguas minerales y termales se regularán por su legisla-
ción especifica. •

TITUW PRIMERO- ,

Del dominio público hidráulico -del Estado

CAPITULO PRIMERO

DE LOS BIENES QUE LO INTEGRAN

Artículo dos
Constituyen el' dominio público hidriulico del Estado, con las

salvedades expresamente establecidas en esta Ley:
a) Las aguas continentales, tanto las' superficiales como las

subterráneas renovables con independencia del tiempo de renova­
ción.

b) Los cauces de corrientes naturales, continuas o disconti­
nuas.

c) Los lechos' de los lagos y lagunas y·los de los embalses
superficiales en cauces públicos.

d) Los acuiferos subterráneos, a los efectos de los actos de
disposición o de afección de los recursos hidráulicos.

Artículo tres
La fase atmosferica del ciclo hidrológico sólo podrá ser modifi·

cadB artificialmente por la Administración del Estado, o por
aquellos a quienes ésta autorice:

CAPITULO Il

DE LOS CAUCES, RtBERAS Y MÁRGENES

Artículo cuatro
Alveo o cauce natural de una corriente 'continua o discontinua

es el terreno cubierto por las aguas en las máximas crecidas
ordinarias.

Artículo cinco
l. Son de dominio privado los cauces.por los que ocasional­

mente discurran aguas pluviales en tanto atraviesen, desde su
origen, únicamente fincas de dominio particular.

2. El dominio privado de estos cauces no autoriza para hacer
en ellos labores ni construir obras que puedan hacer variar el curso
natural de las aguas en peJjuicio del interés público o de tercero, o
cuya destrucción por la fuerza de Jas avenidas pueda ocasionar
daños a personas o cosas. '

Artículo seis
Se enti¡mde por riberas las fajas laterales de los cauces ,públicos

situadas por encima del nivel de aguas bajas, y. por mársenes los
terrenos que lindan con los Cauces. .

Las márgenes el¡tan sujetas, en toda su extensión longitudinal:

a) A una zona de servidumbre de cinco metros de anchura,
para uso público que se regulará reglamentariamente.

b) A una zona de policía de 100 metros de anchura en la que
se condicionará el uso del suelo y las actividades que se desarrollen.

En las zonas proximas a la desembocadlU'll en el mar. en el
entorno inmediato de los embalses " cuando las condiciones
topográficas o' hidrográficas de los criuces 'i márgenes lo. hagan
necesario para la seguridad de personas y bienes, podrán modifi­
carse la anchura de ambas zonas en la forma que reglamentaria­
mente se ,determine.

Artículo siete
Podrán realizarse en caso de urgente necesidad trabajos de

protección de carácter provisional en las márgenes de los cauces.
Serán responsables de los eventuales daños que pudieran derivarse
de dichas obras los propietarios que las hayan construido.

Artículo ocho
Las situaciones jurídkas derivadas de las modificaciones natu­

rales de los cauces ser~ por lo dispuesto en la leJislación civil,
En cuanto a las modificaciones que se originen por las obras

legalmente autorizadas se estará a lo establecido en la concesión o
autorización correspondiente. _ .

" CAPITULO m
DE LOS LAGOs, LAGUNAS, EMBALSES Y ,TERRENOS INUNDABLES

Artículo nuevl"
l. Lecho o fondo de los lagos y lagunas es el terreno que

ocupan sus aguas en las épocas en que alcanzBn su mayor nivel
ordinario.

2. Lecho o fondo de un embalse superficial es el terreno·
cubierto por lBS aguas cuando éstas alcanzan su mayor nivel a

, consecuencía de las máximas crecidas ordinarias de losrins que lo
alimentan.

Artículo diez
Las charcas situadas en predios de propiedad privada se

considerarin como parte integrante de los mismos, sien:J.pre que se
destinen al servicio exclusivo de tales predios.

Articulo once
1. Los terrenos que puedan resultar inúndados durante las

crecidas no ordinarias de los lagos, lagunas, embalses, rios. o ..
arroyos, Conservarán la calificación juridica y la titularidad dominio
cal que tuvieran.'" .

2. El Gobierno, por Decreto, podri establecer las limitaciones
en el uso de las zonas inundables que estime necesarias para
ga.rantizar la seguridad de las personas y bienes. El Consejo de
Gobierno de las Comunidades Autónomas podrá establecer, ade­
más, normas complementarias de dicha regulación.

CAPITULO IV

DE LOS Act;iFEROS St;BTERRÁNEOS

Artículo doce
El dominio público de los acuíferos o formaciones geológicas

por las que circulan aguas s4bterráneas, se-entiende sin peJjuicio de
que el propietario del fundo püeda realizar cualquier obra qu~ no
tenga por fina~i~ad la extracción o aprovechamiento del agua, ni
perturbe su regImen' DI detenore su caltdad, COl) la salvedad

. prevista en el apartado 2 del artículo 51.

TITULO 11

De la administraciÓD piíbllea del apa

CAPITULO PRIMERO

PRINCIPIOS GENERALES

Articulo. tre¡:e
El ejercicio de las funciones del Estado, en materia de aguas. se

someterá a los siguientes principios:

1.d Unidad de gestión, tratamiento integral, economía del ..
agua, desconcenuación, descentralizaciÓII, coordinación, eficacia y .
participaciólI de los usuarios. . . ' .

.. ,2.0 Respeto de la unidad de la CúeIlca~, de ·los
sisteJltaS hidráulicos Ydel ciclo hidrolótlico. . e ,"

3.O Compatibilidad de la gestión pública del Bgua con la
ordenación del territorio, la conservación y protección del mNio .
ambiente y la restauración de la nafUra1eza.

Artículo catorce
A los efectos de la presente Léy, se entiende por cueliál

hidrográfica el territorio en que las aguas fluyen al mar a través de
una red de cauces secuJl(jarios que convi!rgen en,un cauce principal
único. La cuenca hidrográfica. como unidad de 'gestión de\Tecutso,
se considera indivisible. . •

Articulo qui1'l4e
En relación con el dominio públiéo hidráulico y en el marco de

lBS competencias que le son atribuidas por la Constitución, el
Estado ejercerá, especialmente, las funciones siguientes: .

al La planificación hidrológica y la realizaciÓn de los planes
estatales de infraestructura hidráulicas o cualquier otro estatal· que
forme parte de aquélla, ..,

b) La adopción de las medidas precisas para el cumplimiento
de los acuerdos y convenios intemacionalesen materia de aguas.

c) El otorpmiento de concesiones 'referentes al dominio
público hidráultco en las cuencas hidrográficas que excedan, del
ámbito territorial de una sola Comunidad Aulónoma.
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d) El otorgamiento de autorizaciones referentes al dominio
público hidráulico, asi como la' tutela de éste" en las cuencas
hidrográficas que, excedan del ámbito territorial,' de una sola
Comunidad Autónoma. La tramitación de las mismas podrá. no
obstante, ser encomendada a las Comunidades Autónomas..

Articulo dieciséis

1. La Comunidad Autónoma que en virtud de su Estatuto de
Autonomía ejerza competencia sobre el dominio público hidráulico
en cuencas hidrográficas comprendidas íntegnutlente dentro de su
territorio, ajustará el régimenJuridico de su administración hidráu­
lica a las siguientes, bases:. . ,

a) Aplicación de los principios establecidos en el artículo 13 de

es,tab~L re~sentación de lós usuarios ~n los órganos colegiados
de la Administración hidráulica no será inferior al tercio de los
miembros que los integren. • .

e), Un delegado del Gobietno en dicha Administración asegu­
rará la comunicación con los organismos de la Administración del
Estado, ,a efectos de la ,elaboración del plan hidrológico de la
cuenca, del cumplimiento de la legislación bidráulica estatal y de
las. previsiones de la planificación hidrológica.

2~ Los.actos y acuerdos 4ue infrinjan la ICJ!slación !!idráulica
del Estado o no se ajusten a Ja planificación bidrológica y afecten
a su competel¡cia en materia hIdráulica, podrán ser impugnados
directamente Por el delegado del Gobierno en la administración
hidráulica ante la jurisdicción contencioso-administrativa, ,con
petición expresa de suspensión por razones de interés general. El
Tribunal, si estima fundada esta petición, acordará la suspensión
en el primer trámite siguiente a la presentación de la impugnación.
A estos efectos se considerará, en todo caso, como contrario al
interés general cualquier aeto o acuerdo que no se ajuste a la
planificación hidrológica.

CAPITULO II

DEL CONSEJO NACIONAL DEL AGUA

Artículo diecisiete

Se crea. como Organo consultivo superior en la materia, el.
Consejo Nacional del Agua en et que, junto con la Administración
del Estado y las de las Comunidades Autónomas. estarán represen­
tados los O~nismos de cuenca, asi romo las organizaciones
profesionales y económicas más representativas, de ámbito nacio­
nal, relacionadas con los distintos usos del agua. Su composición y
estructura orgánica se determinarán por Decreto.

Articl1lo diecio('ho

l. El Consejo Nacional del Agua informará preceptivamente:
a) El proyecto del Plan Hidrológico Nacional antes de su

aprobación por el Gobierno para su remisión a las Cortes.
b) Los Planes Hidrológicas de cuenca, antes de su .aprobación

por el Gobierno. ,
el Los proyectos de las disposiciones de carácter general de

aplicación en todo el territorio nacional relativas a la ordenación
del dominio público hidráulico. .

d). Los plal1;es y p~orectos de interés ~neral de <!rdenación
agrana. urbana, Industna y de aprovechamIentos energetlcos o de
ordenació,n del territorio en' tanto' afecten sustancialmente a la
planificación hidrológica o a los usos del agua.

e) Las cuestiones comunes a dos o más Organismos de cuenca
en relación con el aprovechamiento de recursos hídricos y demás
bienes del dominio público bidráulico.

. 2. Asimismo, emitirá informe sobre todas aquellas cuestiones
relacionadas con el dominio público hidráulico que pudieran serIe
consultadas por el Gobierno, o por los Organos ejecutivos superio­
res de las Comunidades AUtónomas.

3. El Consejo podrá prQponer a las Administraciones y oraa­
nismos públicos las líneas de estudio e' investigación para el

, desarrollo de. las 'innovaciones técnicas en lo que se refiere a
obtención, empleo, conservación, recuperación, tralamiento inte·
gral y economía del agua.

CAPITULO III

DE LOS ORGANISMOS DE CUENCA

SECClON l." CONFIGURAClON y FUNCIONES

A.rtículo diecinuel'e

En las' cuencas hidrográficas que excedan el ámbito territorial de
una Comunidad Autónoma se constituiJ1.n Organismos de cuenca
con las funciones y cometidos que se regulan en esta Ley.

Artículo veinte

1. Los.Qrganismos de cuenca. con la denominación de Confe­
deraciones Hidrograficas. IOn entidades de Derecho público con
personalidad juñdicapropia y distinta de la del Estado, adsCritas a
efectos administrativos al Ministerio de Obras Públicas y Urba·
ni"smo y con plena autonomía funcional, de acuerdo con lo que se
dispone en esta Ley. .

2. Dispondrán de autonomía para regir y administrar por sí
IC!s intereses que les seanconfiado.s; para adq'!irir y .enajenar los
bienes y dereclios que puedan constitUIr su prop'IO patnmoDlo; para

.contratar y obligarse y para ejercer ante los Tt:tbunales todo género
de acciones, sin más limitaCIOnes que las impuestas por las leyes.

. Sus aetos.y resoluciones agotan la via administrativa.
3. ,Su ámbito territorial, que se definirá reglamentariamente,

comprenderá una o varias cuencas hid~ficas indivísas, con la
sola limitación derivada de las fronteras mtemacionales.

4. Los Organismos de cuenca se regirán por la legislación
aplicable a las Entidades Estatales Autónomas, en todo lo no
previsto en esta Ley o en los Reglamentos dictados para su
desarrollo y ejecución.

Articulo veimiuno

Son funciones de los .Organismos de cuenca:
a) La elaboración del Plan Hidrológico de cuenca, así como su

seguimiento y revisión. .
b) La administración y control del domínio público hidráu­

lico.
c) La administración y control de los aprovechamientos de

interés general o que afecten a más de nna Comunidad Autónóma.
d) El proyecto, la construcción y explotación de las obras

realizadas con cargo a los fondos propios del Organismo, y las que
se les sean encomendadas por el Estado. '

e) Las que se deriven de Jos convenios con Comunidades
Autónomas, Corporaciones Locales y otrás Entidades públicas o
privadas, o de los suscritos con los particulares.

Articulo veintidós

Los Organismos de cuenca tendrán, para el desempeño de sus
funciones, además de las que se contemplan expresamente en otros
artículos de esta Ley, las siguientes atribuciones y cometidos:

a) El otorgamiento de autorizaciones y concesiones referentes
al dominio público hidráulico, salvo las relativas a las obras y
actuaciones de interés general del E;stado. que corresponderán al
Ministerio de Obras Públicas y Urbanismó.

b) La inspección y vigilancia del cumplimiento de las condi·
ciones de concesiones y autorizacienes relativas al dominio público
hidráulico.

c) La realización de aforos. estudios de hidrologia, informa·
ción sobre crecidas y control de la calidad de las aguas.

d) 'El estudio, proyecto, ejecución, conservación, explotación y
meiora de las obras incluidas en sus propios planes, asi como de
aqüdlas otras que pudieran encomendárseles.

e) La definición de objetivos y programas de calidad de
acuerdo con la planificación hidrológica.

f) La prestación de toda clase de servicios técnicos relaciona­
dos con el cumplimiento de sus fines especificas y, cuando les fuera
solicitado, el asesoramiento a la Administración del Estado, Comu­
nidades Autónomas, Corporaciones Locales y demás Entidades
Públicas o privadas, así como a los particulares.

En la determinación 'de la estructura de los Organismos de
cuenca se tendrá en, cuenta el criterio de separación entre las
funciones de administración del dominio público hidráulico y las
demás. .

Articulo veimitrés

Los Organismos de cuenca y las Comunidades Autónomas
podrán establecer una mlltUJ colaboración en el ejercicio de sus
respectivas competencias, especialmente, mediante la incorpora.
ción de aquéllas a la Junta de Gobierno de diehos Organismos,
,según lo determinado en esta Ley.

SECCION 2.' ORGANOS DE GOBIERNO Y ADMINISTRACION

Articulo veinticuatro

l. Son órganos de gobierno de los Organismos de cuenca, la
Junta de Gobierno y el Presidente. •

2. Son órganos de gestión, en régimen de participación, para
el desarrollo de las funciones que especificamente les atribuye la
presente Ley, la Asamblea de Usuarios, la Comisión de Desem·
balse, las Juntas de Explotación y las Juntas de Obras.

3. Es órgano de planificación el Consejo del Agua de la
cuenca.
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Articulo veinticinco

La. composición de la Junta de Gobierno del Organismo de
cuenca se determinará por vía reglamentaria, atendidas las peculia­
ridades de las diferentes cuencas hidrográficas y de los diversos
usos' del agua, de acuerdo con las siguientes normas y directrices:

a) La presidencia de la Junta corresponderá al Presidente del
Organismo de cuenca.

b) La Administración del Estado contará con una representa­
ción de tres vocales como mínimo, uno de cada uno de los
Ministerios de Obras Pílblicas y Urbanismo; Agricultura, Pesca y
Alimentación, e Industria y Energía. ,

c) Corresponderá a la representación de los usuarios al menos
un tercio del total de vocales y en todo caso un mínimo de tres,
integrándose dicha representación en relación a sus 'respectivos
intereses en el uso del agua. ' '. - •

d) Las Comunidades A:utónomas que- hubiesen decidido
incorporarse al Organismo de cuenca, de acuerdo con lo PfCvisto
en el artículo veintitréS; estarán rePresentadas en· su Junta de
Gobierno al menos por un vocal. El total de vocales representantes
y su distribución se establecerán, en cada caso, en función del
número de Comu.nidades Autónomas integrantes de la cuenca
hidrográfica y de la superficie y población de las mismas en ella
compren!lidas.

Articulo ,eintiséis

Corresponde a la Junta _de Gobierno:
a) Proponer el Plan de Actuación del Organismo.
b) Formular sus presupuestos. _
c) Concertar, en su casQ, las operaciones de crédito necesarias

para las finalidades concretas relativas a su gestión.
d) Preparar los asuntos que se hayan de someter al Consejo

del Agua de la cuenca.
e) Adoptar los acuer.dos relativos a actos de disposición sobre

el patrimonio del Owilismo.
f) La declaración de acuíferos sobreexplotados y la determina­

ción de los perimetros a que se refiere el artículo 54 de esta Ley,
g) Y en general, delIberar sobre aquellos asuntos que sean

sometid8S a su consideración por cualqUiera de sus miembros.

Articulo veintisiete

El Presidente del Organismo de cuenca será nombrado y cesado
por el Consejo de Ministros a propuesta del Ministro de Obras
PúblIcas y Urbanismo.

Articulo ,'eintiocho

1. Corresponde' al Presidente del Organismo de cuenca:

a) Ostentar la representación legal del Organismo.
b) Presidir la Junta de Gobierno, la Asamblea de Usuarios, la

Comisión de I:1esembalse y el Consejo del Agua.
c) Cuidar de que los acuerdos de los Organismos colegiados se

ajusten a la legalidad vigente.
d) Desempeñar la superior función directiva y ejecutiva del

Organismo.
e) En general, el ejercicio de cualquier otra función que no esté

expresamente atribuida a otro Organo.
2. Los actos y acuerdos de los Organos Colegiados del

Organismo de cuenca que puedan constituir infraCción de leyes o
no se ajusten a la planificación hidrológica podrán ser impugnados
por el Presidente ante la Jurisdicción contencioso-adrninistrativa.

La impugnación producirá la suspensión del acto· o acuerdo
pero el Tribunal deberá ratificarla o levantarla en un plazo no
superior a treinta días. El procedimiento será el establecido en el
artículo 118 de la' Ley Reguladora de la Jurisdicción contencioso-
administrativa. .

Articulo veintinUi!lle
La Asamblea de Usuarios, integrada lIPr todos aquellos usuarios

que forman parte de las Juntas de explotación, tiene por finalidad
coordinar la Explotación de las obras' hidráulicas y de los recursos
de agua en toda la cuenca, sin menoscabo del régitnen concesional
y derechos de los usuarios.

Articulo treinta
Las Juntas de Explotación tienen por fmalidad coordinar,

respetando los derechos derivados de las correspondientes conce­
siones y autorizaciones, la explotación de las obras hidráulicas y de
los recursos de agua.de aquel conjunto de ríos, río, tramo de río o
unidad, hidrogeoJógica, cuyos aprovechamientos estén especial­
mente interrelacionados. 1

La constituciÓft· de las Juntas de Explotación, en las que. los
usuarios participarán mayoritariamente, en relación a sus respectlvos
intereses en el uso del lI&U8 y al Scervicio prestado a la Comun!dad,
se determinará reglamentariamente.

ArticulQ treinta y UllO

Corresponde a la Comisión de Desembalse deliberar y formular
propuestas al Presidente del Organismo sobre el régiinen adecuado
de llenado y vaciado de los embalses y acuíforos de la cuenca,
atendidos los derechos concesionales de los distintos. usuarios. Su
composición y funcionamiento se regularán reglamentariamente
atendiendo al criterio de representación adecuada de los intereses
afectados.

Articulo Ireinta. y dos

La Junta de Gobierno, a petición de los futuros usuarios de una
obra ya aprobada, podrá constituir la. correspondiente Junta de'
Obras en la que participarán tales usuarios en la forma que
reglamentariamente se determine, a fin de Que estén directamente
informados del desarrollo e incidencias.de dicha obra.

Articulo treinta y tres

l. Correspond'e al Consejo del Agua elevar al Gobierno, a
través del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo, el Plan
Hidrológico de la cuenca y sus ulteriores revisiones. Asimismo,
podrá informar las cuestiones de interéS general para la cuenca y laS
relativas a la mejor ordenación, explotacioll y tutela del dominio
público hidráulico. • .

2. Las Comunidades Autónomas, cuyo territorio forme parte
total o parcialmente de una cuenca hidrográfica, se incorporarán en
los términos previsto en esta Ley al Consejo del Agua correspon­
diente para participar en la elaboración de la planificación hidroló­
gica y demás funciones del mismo.

Artículo treinta y cuatro

La composición del Consejo- del Agua de los Organismos de
cuenca se establecerá, por vía reglamentaria en cada caso, ajustán­
dose a las siguientes normas y directrices:

a) Cada Departamento ministerial relacionado con el uso de
los recursos hidráulicos estará representado por un número de
vocales no superior a tres. '

b) La representación de los usuarios no será inferior al tercio
total de vocales, y estará integrada por representantes de los
distintos sectores en relación a sus respectivos intereses en el uso
del agua.

c) Los servicios técnicos del Organismo estarán representados
por un máximo de tres vocales.

d) La representación de las Comunidades Autónomas Que
-participen en el Consejo. de acuerdo con lo PfCvisto en el articulo
33, se determinará y distribuirá en función del número de Comuni­
dades Autónomas de la cuenca y de la superficie y población de las
mismas incluidas en ella, debiendo estar representada cada una de
las Comunidades Autónomas participantes al menos por un vócal.

La representación de las Comunidades Autónomas no será
inferior a la que corresponda a los -diversos Departamentos
ministeriales sedalados en el apartado a). '

SECCION 3,' HACIENDA Y PATRIMONIO

Articulo treinta y e/nco

Los bienes del Estado y los de las Comunidades Autónomas,
ad~toso que puedan adscribirse a los Organismos de cuenca para
el cumplimiento de sus fines, conservarán su calificación jurídica
originaria, correspondiendo tan sólo al Organismo su utibzación,'
administración y explotación, con sujeción a las disposiciones
legales vigentes en la materia. _ .

Articulo treinta y seiS'

Con independencia de tales.bienes y para el mejor cumpli'-'
miento de sus fines, lOs Qfganismos de cuenca podrán po'seer un
patrimonio pl'opio integrado por: . ,;
. al' Los bienes y derechos que figul'eD en,el patrimonio de I8s

actuales Confederaciones HidrográficaS. .
b) Los que en el futuro pudieran adquirir con 19s fondos

procedentes de su presupuesto.
c) Los que por cualquier titulo jurídico pudiet'l/l1 recibir del

Estado, de las Comunidades Autónomas, de Entidades públicas o
privadas o de los particulares. .

Articulo treinta y siete

Tendrán la consideración de ingreSOS del Organismo de cuenca
10$ siguientes: '

a) Los prodUctos y rentas de su -patrimonio y los de la
explotación de las obras cuando les sea encomendada por el Estado,
las Comunidades Autónomas, las Corporaciones Locales y los
particulares. _ •

b) Las remuneraciones por el estudio y redacción de proyec­
tos, dirección y ejecució¡J de las obras Que les encomiende el
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Estado. las Comunidades Autónomas o las t"orporaciones Locales.
así como las procedentes de la prestación de servicios facultativos
y técnicos.

c) Las asignaciones presupuestaria~ del Estado. Comunidades
Autónomas y Corporaciones lQcales.

d) Los procedentes de la recaudación de tasas. exacciones y
precios autorizados al OJrganismo. .

e) Los reintegros de los anticipos otorgados por el Estado para
. la construcción de obras hidráulicas que realice el propio Orga­
nismo.

f) El pqxlucto de las posibles aportaciones acordadas por los
usuarios, para obras o actuacione,. específicas" así como cu~.lquier
otra percepción autorizada por disposíción le!!81. .

TITULO 111

De la planificación hidrolóllícil

Articulo treinta y ocho

. 1. La planificación hidrológica tendrá por objetivos generales
conseguir la mejor Slltisfacción de las demandas de agua y equili­
brar y armonizar el desarrollo regional y sectorial, incrementando
las disponibilidades del recurso, protegiendo su calidad. economi­
zando su empleo y racionaJizando sus usos en armonia con el
medio ambiente y los demás recursos naturales.

2. La planificación se realizará mediante los Planes Hidrológi­
cos de cuenca y el Plan Hidrológico Nacional. El ámbito territonal
de cada Plan Hidroló~co se determinará reglamentanamente.

3. Los Planes HIdrológicos serán públicos y vinculantes sin
perjuicío de su actualización periódica y revisión justificada. y no
crearán por sí solos derechos en favor de particulares o Entidades,
por lo que su modificación no dará lugar a indemnización, sin
perjuicio de lo dispuesto en el artículo sesenta y tres.

4. Los Planes Hidrológicos se elabQrarán en coordinación con
las diferentes planificaciones que. les afecten.

5. El Gobierno aprobará los Planes Hidrológicos de cuenca en
los términos que estime procedentes en función del interés general,
sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado siguiente.

6. Los Planes Hidrológicos de cuenca que hayan sido elabera·
dos o revisa.dos al amDaro de lo disDuesto en el artículo 16. serán
aprobados si se ajustan a las prescriPciones de los artículos 38.1 i 40,
no afectan a los recursos de otras cuentas y en su caso se acomodan .
a las determinaciones del Plan Hidrológico Nacional.

Articulo treinra y nueve

l. La elaboración y propúesta de revisiones ulteriores de los
Planes Hidrológicos de cuenca se realizarán por el Organismo de
cuenca correspondiente o por la Administración hidráulica campe·
tente, en las cuencas comprendidas íntegramente en el ámbito
territorial de una Comunidad Autónoma.

2. El procedimiento para elaboración y revisión de los Planes
Hidrológicos de cuenca se regulará por vía reglamentaria, en la que
necesariamente se preverá la participación de los Departamentos
ministeriales interesados, los plazos para presentación de las
propuestas por los Organismos correspondientes y la actuación
subsidiaria del Gobierno en caso de falta de propuesta.

Articulo cuarl'1lta
Los Planes Hidrológicos de cuenca comprenderán obligatoria-

mente; .
a) El inventario dé los recursos hidráulicos.
b) Los usos y demandas existentes y previsibles.
c) Los criterios de prioridad y de compatibilidad de usos,así

como el orden de preferencia entre los distintos usos y aprovecha-
mienlos. '. .

d) La asignación y reserva de recursos para usos y demandas
actuales y futuros, así como para la conservación o recuperación
del medio natural. . . . '

e) Las caracteristicas básicas de calidad d~ las aguas y de la
ordenación de los vertidos de aguas residuales.

/) Las normas básicas sobre mejoras y transformaciones en
regadio que aselJuren el mejor aprovechamiento del conjunto de
recursos hidráuhcos y terrenos disponibles. .

g) Los perímetros de protección y las medidas para la conser­
vacIón y recuperación del recurso y entorno afectados.

h) Los Planes hidrológico-forestales y de conservación de
suelos que hayan de ser realizados por la Administración. .

i) Las directrices para recarga y protección de acuiferos.
j) Las infraestructuras básicas requeridas por el Plan.
k) Los criterios de evaluación de los aprovechamientos ener­

géticos y la fijación. de los condiciopantes requeridos para su
ejecución.

1) Los criterios sobre estudios, actuaciones y obras para
prevenir y evitar los daños debidos a' inundaciones. avenidas y
otros fenómenos hidráulicos..

Anículo cuarenta .l' ·uno

\. En los 'Planes Hidrológicos de cuenca se podrán establecer
reser'·as. de agua y de terrenos. necesarias para las 'actuaciones y
obras prevístas.

2. Podrán ser declarados de protección' especial determinadas
zonas, cuencas o tramos de cuencas. acuíferos o masas de agua por
sus características naturales o interés eC9lógico. de acuerdo con la
legislación ambiental y de protección de la naturaleza. Los Planes
HIdrológicos recogerán la clasificación de dichas zonas y las
condiciones especílicas para su protección. .

3. Las previsiones de los Planes Hidrológicos a que se refieren
los apartados anteriores deberán ser respetadas en los diferentes
instrumentos de ordenacilm urbanística del territorio.

Árriculo cuarenta y dos

1. El Gobierno podrá hacer la declaración de utilidad púhlica
de' los trabajos, estudios e investigaciones requeridas para la
elaboración 'j revisión de los Planes Hidrológicos que se realiC&n
por los servicios del Ministerio de Obras Públicas y Urbanismo.
por el Instituto Geológico y Mirlero de España. o por cualquier otro
Organismo de las Administraciones Públicas.

2. La aprobación deJos Planes Hidrológicos de cuenca impli·
cará la declaración de utilidad pública de los trabajos de investiga·
ción, estudios. proyectos y 'obras previstos en el Plan.

Artículo cuarenta y tres

1. El Plan Hidrológico Nacional se aprobará por Ley y
.contendrá, en todo caso;

a) Las medidas necesarias para la coordinación de los diferen­
tes Planes Hidrológicos de cuenca.

b) La solución para las posibles alternativas que aquéllos
ofrezcan.

c) La previsión y las condiciones de las transferencias de
recursos hidráulicos entré ámbitos territoriales de distintos Plancs
Hidrológicos de cuenca.

d) Las modificaciones que se prevean en la planificación del
uso del recurso y que afecten a aprovechamientos existenies para
abastecimiento de poblaciones o regadios.

2. Corresponderá al Ministerio de Obras Publicas y Urba·
nismo la elaboración del Plan Hidrológico Nacional. conjunta·
mente con los Departamentos ministeriales relacionados con el uso
de los recursos hidráulicos.

3. La aprobación del Plan Hidrológico Nacional implicará la
adaptación de los Planes Hidrológicos de cuenca a las previsiones
de aquél.

Anículo cuarenta .l' cuatro

Las obras públicas de carácter hidráulico que' sean de interés
general o cuya realización afecte a más de una Comunidad
Autónoma habrán de ser aprobadas por Ley e incorporadas al Plan
Hidrológico Nacional.

TITULO IV

De la utilización del dominio público hidráulico

CAPITULO PRIMERO

SERVIDl.'MBRES LEGALES

Articulo cuarenta y cinco

\. Los predios inferiores están sujetos a recibir las aguas que
naturalmente y sin obra del hombre desciendan de los predios
superiores, asi corno la tierra o piedra que arrastren en su curso. Ni
el dueño del predio inferior puede hacer obras que impidan esta
servidumbre, ni el del superior obras que la agraven.

2. Si las aguas fueran producto de alumbramiento, sobrantes
de otros aprovechamientos, o se hubiese alterado de modo artificial
su calidad espontánea, el dueño del predio inferior podrá oponerse
a su recepción, con derecho a exigir resarcimiento de daños y
perjuicios, de no existir la correspondiente servidumbre.

Articulo cuarenta JI seis

1. Los Organismos de cuenca podrán imponer, con arreglo a
lo dispuesto en el Código Civil y en el Reglamento de esta Ley, la
servidumbre forzosa de acueducto, si el aprovech@miento del
recurso O su evacuación lo exigiera.

2. Con alTeJlo a las mismas normas, los Organismos de
cuenca podrán Imponer las servidumbres de saca de agua y
abrevadero, de estribo de presa y de parada o partidor, asi como las
de paso cuando se trate de garantizar el acceso o facilitar el mismo·
a zona de dominio público de los cauces, para UJos determinados,
incluyendo los deportivos y recreativos, y en general cuantas
servidumbres estén previstas en el Código Civil.
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3. El expediente de constitución de servidumbre deberá redu­
cir, en lo posible, el gravamen que la misma implique sobre el
predio sirviente.

4. La variación de las circunstancias que dieron origen a la
constitución de una, servidumbre dará lugar, a instancia de parte,
al correspondiente expediente de revisión que seguirá los mismos
trámites reglamentarios que los previstos en el de constitución.

S. El beneficiario de una servidumbre forzosa deberá indemni­
zar los daños y peljuicios ocasionados al predio sirviente de
conformidad con la legislación vigente. .

Articulo cuarenta y siete

En toda acequia o acueducto, el cauce. los cajeros, y las
márgenes serán considerados como parte integrante de la heredad
o edificio a que vayan destinadas las aguas. o en caso de
evacuación, de los que procedieran.

CAPITULO 11

DE WS USOS COMUNE~ y PRIVATIVOS

Artículo cuarenta y ocho

J. Todos pueden, sin necesidad de autorización administra­
tiva y de conformidad con lo que dispongan las Leyes y Reglamen­
tos, usar de las aguas superficiales. mientras discurren por sus
cauces naturales, para· beber, bañarse y otros usos domésticos, así
como para abrevar el ganado.

2. Estos usos comunes habrán de llevarse a cabo de forma que
no se produzca una alteración de la calidad y caudal de las aguas.
Cuando se trate de aguas que circulen por cauces artificiales
tendrán, además, las limitaciones derivadas de la protección del
acueducto. En ningún caso las aguas podrán ser desviadas de sus
cauces o lechos, debiendo respetarse el régimen normal de aprove­
chamiento.

3. La protección. utilización y explotación de los recursos
pesqueros en aguas continentales, asi como la repoblación acuícola
y piscicola. se regulará por la legislación general del Medio
Ambiente y, en su caso, por su legislación específica.

4. La Ley no ampara el abuso del derecho en la utilización de
las aguas, ni el desperdicio o mal uso de las mismas, cualquiera que
fuese el titulo que se alegare.

Articulo cuarenta y nueve

Requerirán autorización administrativa previa, los siguientcs.
usos comunes especiales:

a) La navegación y flotación.
b) El establecimiento de barcas ~e paso y sus embarcaderos.
c) Cualquier otro uso. no incluido en el articulo anterior, que

no excluya la utilización del recurso por terceros.

Articulo cincuenta

J. El derecho al uso privativo, sea o no consuntivo, del
dominio público hidráulico se adquiere por disposición legal o por
concesión administrativa.

2. No podrá adquirirse por pJ;C5Cripción el derecho al uso
privativo del dominio público. hidráulico.

Artículo cincuenta y uno

J. El derecho al uso privativo de las aguas, cualquiera que sea
el titulo de su adquisición, se extingue:

a) Por término del plazo de su concesión.
bl Por eaducidad de la concesión en los términos previstos en

el articulo 64: ,..
c) Por expropiación forzosa.
d) Por renuncia expresa del concesionario.

2. La declaración de la extinción del derecho al uso privativo
del agua requerirá la previa audiencia de los titulares del mismo.

3. Cuando el destino dado a las aguas concedidas fuese el riego
o el abastecimiento de población, él titular de la concesión podrá
obtener una nueva con el mismo uso y destino para las a$uas,
debiendo formular la solicitud en el trámite de audiencia prevIa en
el expediente de declaración de extinción o durante los últimos
cinco años de la vigencia de aquélla.

En caso de producirse la solicitud, y siempre que a ello no se
opusiere el Plan Hidrológico Nacional. el Organismo de cuenca
tramitará el expediente excluyendo el trámite de proyectos en
competencia.

. 4. Al extinguirse el derecho concesional. revertirán al Estado'
gratuitamente y libres. de cargas cuantas obras hubieran sido
construidas dentro.i!:1 dominio público hidráulico para la explota­
ción del aprovechamiento. sin pe!juicio del cumplimiento de las
condiciones estipuladas en el documento concesional.

5. Los derechos adquíridos por disposición legal se perderán
según lo establecido en la norma que los regule o. en su detecto por
disposición normativa del mismo rango.

Artículo cincuenta y dos

1. El propiellÍrio de una finca 'puede aprovechar las aguas
pluviales que discurran por ella y las estancadas, dentro de Sus
linderos, sin más limitaciones que las establecidas en la presente
Ley y las que se deriven del respeto a los derechos de tercero y de
la prohibición del abuso del derecho.

2. En las condiciones que reglamentariamente se' ~tablezcan"
se podrán utilizar en un predio, aguas procedentes de manantiales
situados en su interior y aprovechar en él aguas subterráneas.
cuando el volumen total anual no sobrepase los 7.000 metros
cúbicos. En los acuíferos que hayan sido declarados como sobreex­
plotados, o en riesgo de estarlo, Tio podrán realizarse nuevas obras
de las amparadas por este apartado sin la correspondiente autoriza-
ción, . .

Artícúlo cincuenta y tres

1. El Organismo de cuenca, cuando asi lo exija la disponibUi­
dad del recurso, podrá fijar el régimen de explotación de los
embalses establecidos en los ríos y de los acuiferos subterráneos.
regimen al que habrá de adaptarse la utilización coordinada de los
aprovechamientos existentes.

2. Con carácter temporal., podrá también condicionar o Iimi·
tar cI uso del dominio público hidráulico para garantizar su
explotación racional. Cuando por ello se ocasione una modificación
de caudales que genere peljuicios a unos aprovechamientos en
favor de otros, tos titulares beneficiados deberán satisfacer la
oportuna idemnización. correspondiendo al Organismo de cuenca.
en defecto de acuerdo entre las partes, la determinación de su
cuantía.

3. Cuando existan cauda~ reservados o comprendidos en
algún plan del Estado que no sean objeto de aprovechamiento
inmediato, podrán otorgarse concesiones.a precario que no consoli·
darán derecho alguno _ni darán lugar a indemnización si el
Organismo de cuenca reduce los caudales o revoca las autorizacio­
nes.

Articulo cincuenta y cuatro

1. El Organismo de cuenca competente. oido el Consejo del
Agua, podrá declarar que los recursos hidráulicos subterráneos de
una ·zona están sObreexplotados o en riesgo de estarlo, debiendo a
la vez imponer una ordenación de todas las extracciones para lograr
su explotación más racional, y proceder a la correspondiente
revisión del Plan Hidrológico,

l. I'odrá determlOar también perímetros dentro de los cuales
no será posible el otorgamiento de nuevas concesiones de aguas
subterráneas a menos que los titulares de las preexistentes estén
constituidos en Com'lOidades de Usuarios, de acuerdo con lo
dispuesto en el capitulo IV del titulo IV de esta' Ley.

3. Asimismo, podrá determinar perímetros de protección del
acuifero en los que será neCesaria autorización del Organismo de '
cuenca oara la realización de obras de infraestructura. extracción de
áridos u otras actividades e instalaciones que puedan afectarlo.

4. Reglamentariamente se establecerá el procedimiento para la
declaración de acuifero sobreexplotado y la' determinación de los
perímetros a que se refieren los apanados anteriores.

Articulo cincuenta y cinco

1. Los titulares de los aprovechamientos mineros previstos en
la legislación de minas podrán utilizar las aguas que capten con
motivo de las explotaciones, dedicándolas a finalidades exclusiva­
mente mineras. A estos efectos deberán solicitar la correspondieine .
cQncesión, tramitada conforme a lo previsto en esta Ley.

2. Si existieran aguas sobrantes. el titular dc;l apnivechamieRlo
minero las pondrá a disposición del Organismo de cuenca. .que
determinará el destino de las mismas o las condiciones en que deba
realizarse el desagüe, átendiendo especialmente a su calidad.

3. Cuando las aguas captadas en labores mineras afecten a
otras concesiones, se estará a lo dispuesto al efecto en esta Ley.

Artículo cincuenta y st;is

En circunstancias de sequías extraordinarias, de sobr"eexplotación .
grave de acuíferos, o en similares estados de necesidad, urgencia o
concurrencia de situaciones anómalas o excepcionales. el Gobierno,
mediante Decreto acordado en Consejo de Ministros. oído el
Organismo de cuenca, podrá adoptar, para la superación de dichas
situaciones, las medidas que sean precisas en relación con la
utilización del dominio público ·hidráulico. aun cuando hubiese
sido objeto de concesión. '

La aprobación de dichas medidas llevará implicita la declara­
ción de utilidad pública de las obras, sondeos y estudios necesario~
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para desarrollarlos. a efectos de. la' ocupaCIón temporal y expropia­
ción forzosa de bienes y derechos. asi como la de urgente necesidad
de la ocupación.

CAPITULO"m
DE LAS AUTORIZACIONES Y CONCESIONES.

SECClON la LA CONCESION DE AGUAS EN GENERAL'

Areiculo cincuenta y siete
l. TOdo uso privativo de ~as aguas no incluido en el artículo

52 requiere concesión adnlinistrativa.
2. Las concesiones se otorgarán teniendo en cuenta la explota­

ción racional conjunta de los recursos superficiales y subterráneos.
sin que el ·título concesional garantice la disponibilidad de los
caudales concedidos. .

3. Si para la realización de las obras de una nueva concesión,
fuese necesario modificar la 'toma o captación de otra u otras
preexistentes, el O~nismo de cuenca podrá imponer, o proponer
en su caso, la modIficación, siendo los gastos y peljuicios que se
ocasionen a cargo del peticionario,

4. Toda concesión se otorgará según las previsiones de' los
Planes Hidrológicos, con carácter temporal y plazo no superior a
setenta y cinco años, Su otorgamiento será discrecional, pero toda
resolución será motivada y aQoptada en función del interés público..
Las concesiones serán susceptibles de revisión con arreg10 a lo
establecido en el artículo 63 de esta Ley. .

. 5. No obstante lo dispuesto en el apartado 1. los Organos de
la Administración Central o de las Comunidades Autónomas
podrán acceder a la· utilización de las aguas previa autorización
especial extendida a su favor o del Patrimonio del Estado, sm
perjuicio de terceros.

6. Cuando para la normal utilización de una cóncesión fuese
absolutamente necesaria la realización de determinadas obras, cuyo
coste no pueda ser' amortizado dentro del tiempo que falta por
transcurrir hasta el 'final del plazo de la concesión, éste podrá
prorrogarse por el tiempo preciso para que las obras puedan
amortizarse. con un limite máximo de diez años y por una sola vez,
siempre que dichas obras no se opongan al Plan Hidrológico
correspondiente y se acredite1l> por el concesionario los perjuicios
que sé le irrogarian en caso contrario.

Articulo cincuenta y ocho

1. En las concesiones se observará, a efectos de su otorga­
miento, el orden de preferencia que se establezca en el Plan
Hidrológico de la cuenca correspondiente, teniendo en cuenta las
exigencias para la protección y conservación del recurso y su
entorno.

2. Tod!! concesión está sujeta a expropiación forzosa, de
conformidad con lo dispuesto en la legislación general sobre la
materia, a favor de otro aprovechamiento que. le preceda sc:gún el
orden de preferencia establecido en el Plan Hidrológico de cuenca.

3. A falta de dicho orden de preferencia regirá con carácter
general el siguiente:

l.o Abastecimiento de población, inciuyendo en su dotación la
necesaria para industrias de poco consumo de agua situadas en los
núcleos de población y conectadas a la red municipal.

2° Regadíos y usos agrarios. .
3° Usos industriales para producción de energia eléctrica.
4.o -Otros .usos industriales no incluidos en los apartados

anteriores.
5.o Acuicultura.
6.o Usos recreativos.
7.o Navegación y transporte acuátICO.
8.o·· Otros aprovechaqtientos.

El orden de prioridades que pudiere establecerse específica­
mente en lo~ planes hidrológicos de cuenca, deberá respetar en
todo caso la supremacía del uso cQnsignado en el apartado 1.0 de
la precedente enumeración. .

4. Dentro de c;ada clase, en caso de incompatibilidad de usos,
serán preferidas aquellas de mayor utilidad pública o general, o
aqü¡;:~a; 'iü¡; iutrvdü.LCAn iii~jGiG;; t~ciiii:G;; qü~ ~d¡;iiderr ~n un
menor consumo de agua.

Arliculo cincuenta y nueve

1. Toda concesión se entenderá hecha sin perjuicio de tercero.
2. El agua que se conceda q\leda adscriia a los usos' indicados

en el titulo concesional, sin que pueda ser aplicada a otros distintos,
ni a terrenos diferentes si se tratase de riegos. •

3. No obstante, la Administración concedente podrá imponer
la sustitución de la totalidad o de parte de los caudales concesiona·
les por otros de distinto origen, con el fin de racionalizar el
aprovechamiento del recurso.

La Administración responderá úrlicamente de los gastos inhe.
remes a la obra' de sustitllciOn. pudiendo repercutir estos gastos
sobre los beneficiarios.

4. Cuando el deslino de las aguas fuese el riego. el titular de
la concesión deberá serlo también de !lis tierras a las que el agua
vaya destinada sin perjuicio de las concesiones otorgadas a las
Comunidades de Usuarios y de lo que se establece en el articulo
siguiente.

Articulo sesenta

l. Podrán otorgarse concesiones de aguas para riego. en
régimen de servicio público. a Empresas o particulares, aunque no
ostenten la titularidad de las tierras eventualmente beneficiarias del
riego, siempre que el peticionario acredite previamente que cuenta
con la conformidad de los titulares 'que reunieran la mitad de la
superficie de dichas tierras. .

2. En este supuesto, la Administración concedente aprobará
los valores máximos y minimos de las tarifas de riego, que habran
de incorporar las cuotas de amortización de las obras.

3.. El titular de una concesión para riego en régimen de
servicio público, no pOdrá beneficiarse de lo previsto en el articulo
51.3, correspondiendo a los titúlares de la superficie regada el derecho
a instar una nueva conCesión, en los términos de dicho apartado.

4. l¡ts obras e instalaciones ~u~ no hayan revertido al E-stado
pasarán, en su caso, a la titularidad del nuevo concesionario.

Articulo sesenta y uno

La transmisión total o pa'rcial de los aprovechamientos de agua
que impliquen un servicio público o la constitución de gravámenes
sobre los mismos requerirá autorización administrativa previa.

En los demás casos sólo se.¡-á necesario acreditar de modo
fehaciente. en el plazo y forma que reglame.ntariamente se esta·
blezca. la transferencia o la constitución del gravamen.

Articulo sesenta J' dos

Toda modificación de las características de una concesión
requerirá previa autorización administrativa del mismo órgano
otorgante.

Articulo sesenta .1' tres

Las concesiones podrán ser revisadas;
a) Cuando se havan modificado los supuestos determinantes

de su otorgamiento. . . .
b) En casos de fuerza mayor a petición del concesionario.
c) Cuando lo exija su adecuación a los Planes Hidrológicos.
Sólo en el tercer caso, el concesionario perjudicado tendrá

derecho a indemnización. de conformidad con lo dispuesto en la
legislación general de expropiación forzosa.

Articulo sesenta J' cuatro

1. Las concesiones podrán declararse caducadas por incumpli·
miento de cualquiera de las condiciones esenciales o plazos en ella
previstos.

2. Asimismo el derecho al uso privativo de las aguas, cual­
quiera que sea el titulo de su adquisición,. podrá declararse
caducado por la interrupción permanente de la explotación durante
tres años consecutivos siempre que .aquélla sea imputable al titular.

SECCION 2." ALUMBRAMIENTO Y UTllIZACION DE AGUAS SUB·
TERRANEAS

Artículo sesenta y cin.co

Los propietarios de los terrenos afectados por las peticiones de
investigación de aguas subterráneas gozarán de preferencia para el
otorgamiento de la autorización dentro del mismo orden de
prelación a que se refiere el artículo 58.

Artículo sesenta y' seis

i. Ei Orgánismo oe cuenca porira otorgar autorizaciones para
investigación de azuas subterráneas, con el fin de determinar la
existencia de caudales apn:)Vechables, previo el trámite de compe­
tencia entre los proyectos de investigación concurrentes que pudie.
ran presentarse. .

2. El plazo de la autorización no Podrá exceder de dos años y
su otorgamiento llevará implícita la declaración de utilidad pública

. a efectos de la ocupación temporal de los terrenos necesarios para
la realización de las labores.

3. Si la investigación fuera favorable, el interesado deberá, en
un plazo de seis meses, formalizar la petición de concesiélll, que se
tramitará sin competencia de proyectos.
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Artículo sesenta y siete

Cuando el concesionario no sea propietario del terreno en que
se realice la captación y el aprovechamiento hubiese sido declarado
de utilidad pública. el Orgal)ismo de cuenc~determinará el lugar de
emplazamiento de las instalaciones, con el fin de que sean mínimos
los posibles perjuicios, cuya indemnización se fijará con arreglo a
la legislación de expropiación forzosa.

Artículo sesenta y ocho

A falta de Plan Hidrológico de cuenca, o de definición suficiente
en el mismo, la Administración concedente considerará para el
otorgamiento de concesiones de aguas subterráneas su posible
afección a captaciones anteriores 1~lizadas, debiendo, en todo
caso, el titular de la nueva concesión mdemnizar los perjuicios que
pudieran causarse a . los aprovechamientos preexistentes; como
consecuencia del acondicionamiento de las obras e instalaciones
que seá necesario efectuar para asegurar la disponibilidad de los
caudales anterionnente explotados.

SECCION 3." OTRAS AUTORIZACIONES Y CONCESIONES

Artículo sesenta y nueve

l. La utilización .o aprovechamientos por los particulares de
los caüces o de los bienes situados en ellos requerirá la previa
concesión o autorización administrativa. .

2. En el otorgamiento de concesiones o, autorizaciones para
aprovechamientos de áridos, pastos y vegetacIón arbórea o arbus­
tiva, .establecimiento de puentes o pasarelas, embarcaderos e
instalaciones para baños públicos, se considerará la posible inciden­
cia ecológica desfavorable, debiendo exigirse las adecuadas garan­
tias para la restitución del medio.

Artículo serenta

Las autorizaciones para navegación recreativa en embalses se
condicionarán atendiendo a los usos previstos para la:s aguas
almacenadas, protegiendo su calidad y limitando el acceso a las
zonas de deri vación o deSl\güe según reglamentariamente se especi­
fique.

SECCION 4· PROCEDIMIENTO

Artículo setenta y uno

l. La duración de las concesiones y autorizaciones, los supues­
tos y requisitos para su declaración de utilidad pública, asi como
el procedimiento para su tramitación serán establecidos reglamen·
tariamente.

2. El procedimiento ordinario de otorgamiento de concesiones
se ajustará a los principios .de publicidad y tramitación en compe·
tencia, prefiriéndose, en igualdad de condiciones, aquellos que
proyecten la más racional' utilización del agua y una mejor
protección de su entorno. El principio de competencia podrá
eliminarse cuando se trate de abastecimientos de agua a poblacio·
nes.

3. Para las concesiones' de escasa importancia por su cuantía,
inclllidas las destinadas a aprovechamientos hidroeléctricos de
pequeña potencia, se establecerán reglamentariamente procedi­
mientos simplificados acordes con sus caracteristícas.

SECCION 5.a REGISTRO DE AGUAS

Allfeul" setenta'y dos
l.. Los Organismo. de cue nca llevarán un Repstro de A~

en el que se inscribirán de oficio las concesiones de ag~ así como
los cambios autorizados que se produzcan en su tltu!aTida~ o en sus
caracteristicas. La organización y normas de funClonamtento' del
Registro de Aguas.se fijarán por via reglamentana. .

2. El Registro de Aguas te¡¡drá carácter público,. pudfendo
interesarse del Organismo de cuenca las. oportunas cemficaclOnes
sobre su contenido.

3. Los' titulares de concesiones de aguas inscritas en el
Registro correspondiente pOdrán interesar la intervención del
Organismo de cuenca competente en defensa de sus derechos, de
acuerdo con el contenido de la concesión y de lo estableCIdo en la
legislación en materia de aguas.. .

4. La inscripción registral será medIo de prueba de la eXIsten·
cia y situación de la concesión.

CAPITULO IV

DE LAS COMUNIDADES DE USUARIOS

Artículo setenta y tres
l. Les usuarios del agua y otros bienes del dominio .,úblic~

hidráulico de una misma toma o concesión deberán constltwrse en

comunidades de usuarios. Cuando el destirio dado a las aguas fuese
principahllente el riego, se denominarán Comunidades de Regan·
tes; en otro caso, las comunidades recibirán el calificativo que
caracterice el destino del aprovechamiento colectivo.

Los Estatutos u OrdenanzAs .se redactarán y aprobarán por los
propios usuarios, y deberán ser sometidos, para su aprobación
administrativa, al Organismo de cuenca.' .
. Los Estatutos u Ordenanzas regularim la organización de las
comunidades de usuarios, así como la explotación en régimen de
autonomia interna de los bienes hidráulicos inherentl's al aprove·
chamiento.

El Organismo de cuenca no podrá denegar la aprobación de los
Estatutos y Ordenanzas," ni introducir variantes en ellos, sin previo
dictamen del Consejo de Estado.

2. Las comunidades de usuarios de aguas superficiales o
subterráneas,' cuya utilización afecte a intereses que les sean
comunes, podrán formar una Comunidad General para la defensa
de sus derechos y conservació1:\ y fomento de dichos intereses.

3. Del.mismo modo, los usuarios. individuales y las comuni·
dades de usuarios, podrán formar por convenio una Junta Central
de Usllarios con la finalidad de proteger. sus derechos e intereses
frente' a terceros y ordenar y v¡gilar el uso coordinado de sus
propios aprovechamientos. . ".

4. El Orpnismo de cuenca podrá Imponer, cuando- el IDteres
general lo exija, la constitución.de los distintos tipos de Comumda·
des y Juntas Centrales de Usuarios. . .' . . .

5. Cuando la modalidad o las ClTcunstanctaS y caractensucas
del aprovechamiento lo aconsejen, o cuando el número de partíci­
pes sea reducido, el régimen de comunidad podrá ser sustituido por
el que se establezca en convenios especificos, que deberán Ser
aprobados por el Organismo de cuenca. _.

Artícuto setenta y cuatro

_ 1. Las comunidades de usuarios tienen el carácter de Corpora·
ciones de Derecho Público, adscritas al Organismo de cuenca. que
velará por el cumplimiento de sus Estatuto§ ~Ordenanzas y por el
buen orden del aprovechamiento.

2. Los Estatutos y Ordenanzas de las comunidades de usuarios
incluirán la finalidad y el ámbito tenitorial de la utilización d~ los
bienes de dominio público hidráulico; regularán la partlclpaclon y
representación obligatoria y en relación a. sus respectiv<?s intereses,
de los titulares actuales y sucesIvos de bIenes y servtCIOs y de los
participantes en el uso del agua; y obligarán a que todos los litulares
contribuyan a satisfacer, asimismo, en equitativa proporCIón, los
gastos comunes de explotación, conservación, reparación y mejora,
así como los cánones y tarifas que correspondan.

3. Las Comunidades Generales· y las Juntas Centrales de
Usuarios se compondrán de representantes de los usuarios interesa­
dos. Sus Ordenanza. y Reglamentos deberán ser aprol!ados por el
Organismo de cuenca. .

4. Las comunidades de usuarios que carezcan de Ordenanzas
vendrán obiigadas a presentarlas para su aproba~ión en el plazo que
reglamentarialllente se establezca. En caso de IDcumphmlento, el
Organismo de cuenca podrá establecer las que conSidere proceden­
tes previo dictamen del Consejo de Estado.

Artículo setenta y cinco

1. Las comunidades podrán ejecutar por si mismas y con
cargo al usuario, los acuerdos incumplidos que impongan una
obligación de hacer. El coste de la ejecución subsidiaria será
exigible por la vía administrativa de apremio. Quedarán exceptua,.
das del régimen anterior aquellas obligaciones que revistan un
carácter personalisimo. . .

2. Las comunidades de usuarios serán beneficiarias de la
expropiación forzosa y de la imposición de las servidumbres que
exijan sus aprovechamientos y el cumplimiento de sus fines.

3. Las comunidades vendrán obligadas a realizar las obras e.
instalaciones que la AdministraciólI les ol"Jkne a fin de evitar el mal
uso del agua o el deterioro del dominio público hidráuliCQ,
pudiendo el Ol'ganismo de cuenca competen~ suspender.1a utiliza-o
ción del agua hasta que llAuéllas se realicen. .

4. Las deudas ala 'comunidad de usuarios por gastos de
conservación; limpieza o mejoras, así como cualquier otra m"oti­
vada por la administración y distribución de las ~s, gravarán I.a
finca o industria en cuyo favor se realizaron, pudiendo la comUD!·
dad de usuarios exigir su importe por la vía administrativa de
apremio, y prohibir el uso del agua mienttas no se satisfagan, aun
cuando la finca o industria hubiese cambiado de dueño. El mismo
criterio se seguirá cuando la deuda provenga de multas e indemni­
zaciones impuestas por los Tribunales o Jurados de riego.

Artículo setenta y seis
1. Toda comunidad de u~uarios tendrá una Junta &cneral o

Asamblea, una Junta de gobierno y uno o varios Jurados.
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2. La Junta !eneral, constituida por todos los usuariós de la
comunidad, es el órgano soberano de la misma. correspondiéndole
todas las facultades no atribuidas específicamente a algún otro
órgano.

3. La Junta' de gobierno, elegida por la Junta general. es la
encargada de la ejecución de las Ordenanzas y de los acuerdos
propios y de los adoptados por la Junta general.

4. Serán atribuciones de la Junta de gobierno:

,a) Vigilar y gestionar los intereses' de la comunidad. promover
su desarrollo y defender sus derechos.

b) Dictar las disposíciones convenientes para la mejor distri­
bución de las aguas, respetando los. derechos adquiridos y las
costumbres locales. ' .
"c) Someter a la aprobación de la Junta la modificación de las

Ordenanzas o cualquier otra propuesta que estime'oponuno.

,S. , Los acuerdos de la Junta general y de la Junta de gobierno:
eJl el amblto de sus comlM;tenclas, serán ejecutivos, en la forma y
con los requlSltos.e~tablecidos en la Ley de'Procedimiento Admi·
t!lStratlvO, sm peliJUlCIO de su posible impugnación en alzada ante
él Organismo de cuenca. .
,,' 6. Al Jurado correspoflde conocer en las cuestiones de hecho
que se susciten entre los usuarios de la comunidad en el ámbito de
las .Orde,!,anzas 6' imponer a los !n~ores las sanciones reglamen­
tanas, aSI como fijar las mdemntzaclOnes que deban satisfacer a los
perjudicad?s y las obligaciones de hacer que puedan derivarse de
la mfracclOn,
, Los,procedimientos serán públicos y verbales en la forma que

determme la costumbre y el Reglamento. Sus fallos serán eje­
CUtivos.

Artículo setenta y siete

Los aprovechamientos colectivos. que hasta ahora hayan tenido
un régimen consignado en Ordenanzas debidamente aprobadas,
continuarán sujetos a las mismas mientras los usuarios no decidan
su modificación de acuerdo con ellas. '

Del mismo modo, allí donde existan Jurados o Tribunales de
riego. cualquiera que sea su denominación peculiar. continuarán
con su organización tradicional.

Articulo setenta y ocho

La lil11laridad de las obras que son pane integrante del
aprovechal!lIento de la comumdad de usuarios quedará definida en
el propIO titulo que faculle· para su construcción y utilúación.

Articulo setenta y nueve

, Los usuarios de una misma unidad hidrogeológica o de un
mismo acuífero estarán obligados, a requerimiento del Organismo
de cuenca,. a constituir una c0T'!'unidad de usuarios', correspon­
dlendo. a dicho ~msmo, a mstancla de parte o de oficio,
detelmmar sus límites y establecer el sIstema de utilización
conjunta de las aguas,

Artículo ochenta

El Organismo de cuenca podrá obligar a la constitución de
comunidades que .tengan por objeto el aprovechamiento conjunto
de ,aguas sup<:0clales y subterráneas, cuando asi lo aconseje la
IIJeJor utllIzaclOn de los recursos de ulla misma zona,

Articulo ochenta y uno

1, El otorgamiento de lás concesiones para abastecimiento a
varias poblaciones estará condicionado a que las Corporaciones
Locales estén constituidas a estos efectos en Mancomunidades
Consorc!os u otras Entidades semejantes" de acuerdo con' la
legrslaclOn por la que se nJan o a que todas ellas reciban el agua a
través de la misma Empresa concesionaria, .

2. Con. ingepe,!,dencia de su especial "'statuto jurídico, el
ConsorcIo o ~muD1dad de que se trate elabOrará las Ordenanzas
previstas en el artículo 74,

Artículo ochenta y dos ..

Las E!l~dades públicas, Corporacio!les o particulares que ten­
gan necestdad de verter agua: o productos residuales, podrán.
constltwrse en comumdad para llevar a cabo el estudio, construc­
ción, explotación y mejora de colectores. estaciones depuradoras y
elementos comunes que les permitan efectuar el vertido en el lugar '
más .idóneo y en las mej?res condiciones técnicas y económicas,
conSiderando la necesana protección del entorno natural. El
O~ganismo de cuenca podrá imponer justificadamente la constitu­
Clon de esta clase de comUnidades de usuarios.

Al1iclllo ochenta y tres
Las disposiciones contenidas en los articulas anteriores podrán

ser aplicadas a otros tipos de comunidades no mencion¡¡das

expresamente, y. entre eUas. a las de avenamiento o a las que se
conS1Ituyan para la construcción. conservación v mejora de obras
de defensa contra las aguas. .

TITUW V

De la protección del dominio público hidráulico I de la calidad de
las aguas continentales

CAPITULO PRIMERO

NORMAS GENERALES

Articulo ochema'y cuatro

. 'Son objetivos de la protección del dominio público hidráulico
contra su deterioro: .

a) Conseguir y mantener un adecuado nivel de calidad de las
aguas.

b) Impedir la acumulación de compuestos tóxicos o peligrosos
en el subsuelo, capaces de contaminar las aguas subterráneas.

c) Evitar cualquier otra actuación que pueda ser causa de su
degradación.

Artículo ochenta y cinco

Se entiende por contaminación. a los efectos de esta Ley. la
acción y el efecto de introducir materias o formas de energia. o
inducir condiciones en el' agua que. de modo directo o indirecto.
impliquen una alteración perjudicial de su calidad en relación coñ
los usos posteriores o con su función ecológica. .

El concepto de degradación del dominio público hidráulico a
-efectos' de esta Ley, incluye las' alteraciones perjudiciales del
entorno afecto a dicho domlnio.

Articulo ochentq y seis
La policia de las aguas superficiales y subterráneas v de sus

cauces y depósitos naturales. zonas de servidumbe y perimetros de
protección s~ ejercerá por la Administración hidráulica compe­
tente.

Artículo ocht'nta )' sicte

El apeo y deslinde de los cauces de dominio público co¡;res·
ponde a la Administración del Estado. que los efectuará por los
Organismos de cuenca. según el procedimiento que reglamentaria.
mente se determine.

Articulo ochenta y ocho

l. A fin de proteger adecuadamente la calidad del agua. el
Gobierno podrá establecer alrededor de los lechos de lagos. lagunas
y embalses, definidos en el aniculo 9 de esta Ley. un árca en la que
se condicionará el uso del suelo y las ac1ividades que se desarrollen.

2. Alrededor de los embalses superficiales, el Organismo de
cuenca podrá prever en sus proyectos las zonas de servicio,
necesarias para su explotación.

3. En todo caso. las márgenes de lagos, lagunas y embalses
quedarán sujetas a las zonas de servidumbre y policia fijadas para
las comentes de agua,

Articulo ochenta y nuel"e

Queda prohibido con carácter gener~l y sin perjuicio de lo
dispuesto el) el aniculo 91:

a) Efectuar venidos directos o indirectos qúe contaminen las
aguas.

.b) Acumular residuos sólidos, escombros o sustancias. cual­
qUIera que sea su naturaleza y el lugar en que se depositen que
constituyan o ,puedan constituir un peligro de contaminación de las
aguas o de degradación de su entorno.

c) Efectuar acciones sobre el medio fisico o biológico afecto al
agua, que constituyan o puedan constituir una degradación del
nusmo.

d) El ejercicio de actividades dentro de los perímetros de
protección, fijados en los Planes Hidrológicos, cuando pudiera
constituir un peligro de contaminación o degradación del dominio
público hidráulico.

Artículo noventa

• En la tramitación de concesiones y autorizaciones que afecten
al dominio público hidráulico y pudieran implicar riesgos para el
medio ambiente, será preceptiva la presen.ón de una evaluación
de sus efectos.

Artículo nol"enta y lino

La protección de las aguas subterráneas frente a intrusiones de
aguas salinas, de origen continental o maritimo, se realizará. entre
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otras acciones. mediante la limitación de la explotación de los
acuíferos afectados y, en su caso. la redistribución espacial de las
captaciones existentes. Los criterios básicos para ello serán inclui·
dos en lo.s Planes Hidrológicos de cuenca. correspondiendo al
Organismo de cuenca la adopción de las medidas oportunas.

CAPITULO II

DE LOS VERTIDOS

Artículo noventa y dos

Toda actividad susceptible de provocar la contaminaclOn o
degradación' del dominio público hidráulico y. en particular, el
vertido de aguas y de productos residuales susceptibles de contami·
nar las aguas continentales requiere autorización administrativa:

A los efectos de la presente Ley se cohsiderarán vertidos los que
se realicen directa o indirectamente en los cauces, cualquiera que
sea la naturaleza de éstos, así como los que se lleven a cabo en el
subsuelo o sobre el terreno, balsas ()o excavaciones, mediante
evacuación, inyección o depósito.

Articulo noventa y tres

l. Las autorizaciones de vertido concretarán todos. los extre.
mas que por vía reglamentaria se exijan.

En todo caso, quedarán reflejados en ellas las instalaciones de
depuración necesarias y los elementos de control de su funciona.
miento.. asi como los límites que se impongan a la composicíón del
efluente y el importe del canon de vertido definido en' el al'.
ticulo lOS.

2. En la autorización podrán estipularse plazos para la progre­
siva adecuación de las caracteristicas de los vertidos a los limiteS'
que en ella se fijen.

Articulo noventa ,Y cuatro

Cuando el vertido pueda dar lugara la infiltración o almacena­
miento de sustancias susceptibles de contaminar los acuiferos o las
aguas subterráneas, sólo podrá autorizarse si el estudio hidrogeoló-
gico previo demostrase su inocuidad. '

Articulo noventa Y cinco

Las autorizaciones administrativas sobre establecimiento,
modificación o traslado de instalaCIOnes o industrias que originen
o puedan originar vertidos. se otorgarán condicionadas a la
obtención de la corrcspondiente autorización de vertido.

El Gobierno podrá prohibir, en zonas concretas, aquellas
actividades y procesos industriales cuyos efluentes, a pesar del
tratamiento a que sean sometidos, puedan constituir riesgo de
contaminación grave para las aguas, bien séa en su funcionamiento
normal o en caso de situaciones excepcionales previsibles.

Artículo nóventa Y seis

El Oq¡anismo de cuenca podrá suspender temporalmente las
autorizacIones de vertido, o modificar sus condiciones. cuando las
circunstancias que motivaron su otorgamienio se hubiesen alte­
rado, o sobrevinieran otras que, de haber existido anteriormente,
habrian justificado su denegación o el otorgamiento en términos
distintos. ,Corresponderá al Gobierno la suspensión definitiva de la
autorización.

Artículo noventa Y siete

Las autorizaciones de vertido podrán ser revocadas por incum­
plimiento de sus condiciones.
, En casos especialmente cualificados de incumplimiento de

condiciones, de los que resultasen daños muy graves al dominio
público hidráulico, la revocación llevará consigo la caducidad de la
correspondiente concesión de aguas sin derecho a indemnización.

Artículo noventa Y ocho

El Gobierno, en el ámbito de sus competencias, podrá ordenar
la suspensión de las actividades que den origen a vertidos no
autorizados, de no estimar más procedente adoptar las medidas
precisas para su corrección, sin perjuicio de la responsabilidad civil,
penal o administrativa en que hubieran podido incurrir los
causantes de lo~ mismos. .

Artículo noventa Y nueve

El Organismo de .nca podrá hacerse cargo directa o indirecta­
mente, por razones de interés general y con carácter temporal, de
la explotación de las instalaciones de depuración'de aguas residua·
les, cuando ·no fuera procedente la paralización de las actividades
que producen el vertido y se .derivasen graves inconvenientes del
incumplimiento de las condicionés autorizadas. I

En este supuesto, el Organismo de cuenca reclamará del titular
de la autorización, incluso por vía de apremio:

a) Las cantidades necesarias para modificar o acondicionar las
instalaciones en los términos previstos en la autorización.

b) Los gastos de explotación, mantenimiento y conservación
de 'as instalaciones.

ArtK'ulo cien

Podrán constituirse empresas de vertido para conducir. tratar y
verter aguas residuales de terceros. Las autorizaciones de vertido
que a su favor se otorguen, incluirán, además de las condiciones
exigidas con carácter general, las siguientes:

a) Las de admisibilidaa de los"vertidos que van 'a ser tratados
por la empresa.

bj Las tarifas máximas y el procedimiento de su actualización
periódica. .

c) La obligación de constituir una fianza para responder de la
continuidad y eficacia de los tratamientos. .

La cuantía de la fianza y los efectos que se denven de la
revocaciónde la autorización se determ'narán reglamentariamente.

~

CAPITULO III

DE LA REUTILIZACIÓN DE AGÚAS DEPURADAS

Artículo ciento uno
El Gobierno establecerá las condiciones básicas para la reutiliza­

ción dírecta de las aguas, en función de los procesos de depuraCIón,
su calidad y los usas previstos.

En el caso de que la reutilización se lIe ve a cabo por persona
distinta del primer usuario de las aguas, se considerarán ambos
aprovechamientos como independientes, y deberán ser objeto de'
concesiones distintas. Los titulos concesionales podrán incorporar
las condiciones para la protección de los derechos de ambos
usuarios.

CAPITULO IV

DE LOS AUXtLIOS DEL ESTADO

Artículo ciento dos

Se determinarán reglamentariamente las ayudas que podrán
concederse a quienes procedan al desarrollo, impiantación o
modificación de tecnorogias, procesos, instalaciones o equipos, asi
como a cambios en la explotación, que signifiquen una disminu­
ción en 105 usos y consumos de agua o .bien una menor aportación
en origen de cargas contaminantes a las aguas utilizadas. Asi­
mismo, podrán concederse ayudas a quienes realicen plantaciones
forestales, cuyo objetivo sea la protección de los recursos hidráu­
licos. '

Estas ayudas se extenderán a quienes procedan a la potabiliza­
ción y desalinización de aguas y a la depuración de aguas
residuales, mediante procesos o métodos más adecuados, a la
implantación de sistemas de reutilización de aguas residuales, o
desarrollen actividades de investigación en estas materias.

CAPITULO V

, DE LAS ZONAS HÚMEDAS

Artículo ciento tres •

l. Las zonas pantanosas o encharcadizas, incluso las creadas
artificialmente, tendrán la consideración de zonas húmedas.

2. La delimitación iie las zonas húmeda!> se efectuará de
acuerdo con la correspondiente legislación específica:

3. Toda actividad que afecte a tales zonas requerirá autoriza­
ción o concesión administrativa.

4. Los Organismos de cuenca yla Administración medio­
ambiental competente coordinarán sus actuaciones para una pro­
tección eficaz de las zonas húmedas de interés natural o paisajís­
tico.

S. Los Organismos de cuenca podrán promover la declaración
de determinadas zonas húmedas como de especial ínterés para su
conservación y protección, de acuerdo con la legislación medio-
ambiental. .

. 6. Asimismo, los Organismos de cuenca, previo informe
favorable de los Organos competentes en materia de Medio
Ambiente, podrán promover la desecación de aquellas' zonas
húmedas, declaradas insalubres o cuyo saneamiento se considere de
interés público.
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TlTL'LO VI

Del réaimen ecooómico-flaanciero de la utilización del dominio'
. público hidráulico

Artículo cienlo cuatro

l. La ocupación o utilización que re<iuiera autorización o
concesión de los bienes del dominio público hidráulico. a que se
refieren los apanados b)y c) del articulo 2 de esía Ley, se gravará
con un canon destinado a la protección y mejora de dichg dominio.
cuya 'aplicación se hará pública por el Organismo de cuenca. Los
concesionacios de aguas estarán ellentos del pago del canon por la
ocupación o utilización de los !errenos de 'dominio público
necesarios para llevar a cabo la concesión.

2. La base imponible de esta ell80ción será el valor del bien
utilizado, teniendo' en cuenta el rendimiento que repone. El tipo de
pavamen anual será el 4 por 100 sobre el valor de la base
Imponible.

3. Este canon será gestionado y recaudado, en nombre del
Estádo, por los Organismos, de cuepca, quienes informar;ín· al
Ministerio de Economia y Hacienda periódicamente en la forma en
que el mismo delermine.

Articulo c:ienlo cinco

l. Los vertidos autorizadQs, conformea'lo dispuesto en los
aniculos 92 y Siguientes de esta Ley. se gravarán con un canon
destinado a la protección y mejora del medio receptor de cada
cuenca hidrográfica.

2. El impone de esta exacción será el resultado de multiplicar'
la carga contaminan!e de~ vertido, expresada en unidades de
contaminación, por el valor que se asigne a.la unidad.

Se entiende por unidad de contaminación lin patrón convencio­
nal de medida, que se fijará reglamentariamente, referido a la carga
contaminante producida por el venido-tipo de aguas domésticas.
correspondiente a 1.000 habitantes y al período de un año.
Asimismo, por vía reglamentaria se' establecerán los baremos de
equivalencia para· los venidos de aguas residuales de otra natura­
leza.

El valor de la unidad de contaminación, que podrá ser distinto
para los distintos ríos y tramos de río. se determinará y revisar'"
en su caso. de acuerdo con las previsiones de los Planes Hidrológi­
cos respecto a la calidad. de las aguas continentales, ,de modo que
se cubra la financiación de las obras necesarias para el cumpli-
miento de dichas previsiones. '

3. ES!e canon será percibido por los Organismos de cuenca y
será destinado a las actuaiones de protección de la calidad de las
aguas qae hayan sido previstas en los Planes Hidrológicos de
cuenca. a cuyo efecto se pondrá a disposición de los organismos
compctentes.

4. Cuando el sujeto pasivo del canon de venido viniera
obligado,a soportar otras carps económicas, ya establecidas o que
puedan serlo por las Comunidades Autónomas o por las Corpora­
ciones Locales, en el ejercicio de sus competencias. para financiar
planes o prograll'\llS públicos de depuración de aguasresiduaIes. el
Consejo del Agua determinará anualmente las deducciones que
deban realizarse en el impone del canon de venido.

Artíc<do ciento seis

l. Los beneficiados por las obras de regulación de aguas'
superficiales o subterráneas realizadas total o parcialmente, a cargo
del Estado, satisfarán un canon destinado a compensar la apona­
ción del Estado y atender a los gastos de explotación y conservaCión
de tales obras.

2. Los beneficios por otras obras hidráulicas especificas reali­
zadas íntegralllente a cargo del Estado, incluidas las de corrección
del deterioro del dominio público hidráulico, derivado de su
utilización, satisfarán 'por la disponibilidad o uso del agua una
exacción destinada a compensar' los costes de inversión y atender
a 105 gastos de explotación y (:>nservación de tales obras.

3. 1.;1 cuantía de cada una de las ell8cciones se fijará para cada
ejercicio presupuestario, sumando las siguientes cantidades:

a) El total previsto de gastos de funcionamiento y conserva­
ción de las obras realizadas.

b) Los gastos de administración del organismo gestor imputa-
bles a dichas obras. .

e) El 4 por 100 del valor de, las inversiones realizadas por el
Estado, debidamente actualizado, teniendo en cuenta la .amoniza­
ción técnica de las obras e instalaciones y la depfCCíación de la
moneda, en la forma que reglamentariamente se determine.

4. La distribución individual de dicho importe global, entre
todos los beneficiados por las obras, se realizará con arreglo a
criterios de racionalización del uso del agua. equidad en el repano
de las obligaciones y autofinanciación del servicio. en la forma que
reglamentariamente se determine. .

5. Estas ell8cciones serán gestionadas y recaudadas, en nombre
del Estado. por los Organismos de cuenca. quiel}e,s informarán al
Ministerio de Economia y}lacienda periódicamente en la forma en
que el mismo determine.

Articulo cienlo siete

l. Reglamentariamente podrá establecerse la autoliquidación
de los cánones o ell3ccienes mencilHlados en los aniculos ante­
riores.

2. Los actos de aprobación y liquidación de estos cánones o
exacciones tendrán carácter económico-administrativo. Sin peljui.
cio de lo dispuesto en las normas reguladoras de los procedimientos
aplicables, la impugnación de los actos no suspenderá su .eficacia,
siendo exigible el 'abono del débito por la vía administrativa de
apremio. El impago podrá motivar la suspensión o pétdida del
derecbo a la utilización o aprovechamiento del dominio público
hidráulico.

TITUW VII

De las infracciones y lIlUICione!i Y de la l!OIIlpetencia. de los
Tribunales

Articulo ciento ocho

Se considerarán infracciones administrativas:

al - Las acciones que causen d;tños a los bienes del dominio
hidráulico. '

b) La derivación de agua de sus cauces y el alumbramiento de
aguas subterráneas sin la correspondiente concesión o autorización
cuarido sea precisa.

c) El incumplimiento de las condiciones impuestas en las
concesiones y autorizaciones administrativas a que se refiere esta
Ley, sin per:juicio de su caducidad. revocación o suspensión.

d) La eJecución, sin la debida autorización administrativa, de
obras. trabaJOS: siembras o plantaciones en 105 cauces públicos o en
las zonas sujetas legalmente a algún tipo de limitación en su destino
o uso. •

el La invasión. la ocupación o la extracción de áridos de los
cauces, sin la correspondiente autorización.

1) Los vertidos que puedan deteriOrar la calidad del agua o las
condiciones de desagúe del cauce receptor, 'efectuados sin contar
con la 'autorización correspondiente.

g) El incumplimiento de las prohibiciones establecidas en la
presente Ley o la omisión de los actos a que obliga.

Articulo ciento nuel'e
1. Las citadas infracciones se calificarán reglamentariamente.

de leves, menos graves. graves y muy graves, atendiendo a su
repercusión en el orden y aprovechamiento del dominio ~blico
hidráulico, a su trascendencia por lo que respecta a la segundad de
las personas y bienes y a las circunstancias del responsable, su
grado de mabcia, panicipación y beneficio obtenido, asi como al
deterioro producido en la calidad del recurso, pudiendo ser
sancio!ladas con las siguientes multas:

Infracciones leves, multa de hasta 100.000 pesetas.
Infracciones menos graves. multa desde 100.001 a 1.000.000 de

pesetas.
Infracciones graves. multa de 1.000.001 a 10.000.000 de pesetas.
Infracciones muy graves. multa de 10.000.001 a 50.000.000 de

pesetas.
2. La sanción de las infracciones leves y menos ",aves

corresponderá al Organismo de cuenca. Será competencia del
Ministro de Obras Públicas y. Urbanismo la sanción de las
infracciones graves y quedará reservada al Consejo de Ministros la
imposición de multas por infracciones muy graves.

3. El Gobierno podrá, mediante Decreto, proceder a la actuali­
zación del impone de las sanciones. previsto en el apanado I de
este aniculo.

Articulo ciento diez
l. Con independencía de las sanciones que les sean impuestas,

los infractores pod<án ser obligados a reparar los daños y peljuieios
ocasionados 'al dominio público hidráulico. así como a reponer las'
cosas a su estado anterior. El Organo sancionador fijará ejecutoria­
mente las indemnizaciones que procedan.

2. Tanto el impone de las sanciones romo el de las responsa­
bilidades a que hubiera lugar, podrán ser exigidos por la via
administrativa de apremio.

Articulo ciento once
Los órganos sancionadores podrán imponer' multas coercitivas

en los supuestos considerados en la Ley de Procedimiento Admi­
nistrativo. La cuantía de cada multa no superará. en ningún caso,
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el 10 por 100 de la sanción máxima fijada para la infracción
cometida.

Artículo ciento doce
En los supuestos en qu~ las infracciones pudieran ser constituti.

vas de delito o falta, la Administración pasará el tanto de culpa a
la jurisdicción competente r se abstendrá de proseguir el procedi­
mIento sancionador mientras la autoridad Judicial no se hara
pronunciado. La sanción de la autoridad judicial excluirá la
Imposición de multa administrativa. De no haberse estimado la
existencia de delito o falta, la Administración podrá continuar el
expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales
haran considerado probados.

Aniculo ciento trece

Corresponde a la jurisdicción contencioso-administrativa el
conocimiento de las pretensiones que se deduzcan en relación con
los actos de cualesquiera Administraciones públicas en materia de
aguas, sujetos al Derecho administrativo.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
Primera.-l. Quienes. conforme a la normativa que se deroga,

fueran titula.res de aprovechamientos de aguas públicas en virtud
de concesión administrativa o prescripción acreditada, así como de
autorizaciones de ocupación o utilización del dominio público
estatal, seguirán dtsfrutando de sus derechos, de acuerdo con el
contenido de sus títulos administrativos y lo que la propia Ley
establece, durante un plazo máximo de setenta y cinco años a Partir
de la entrada en vigor de la misma, de no fijarse en su título otro
menor.

2. Podrán legalizarse, mediante inscripción en el Registro de
Aguas, aquellos aprovechamientos de aguas defutidas como públi­
cas según la normativa anterior, si sus titulares acreditaran ~r acta
de notoriedad, de conformidad con los requisitos de la legIslación
notarial e hipotecaria y en el plazo de tres años, contados a partir
de la entrada en vigor de la presente Ley, el derecho a la utilización
del recurso en los mismos términos en que se hubiera venido
disfrutando el aprovechamiento durante veinte años. Las actas de
notoriedad, que se tramiten durante el citado período de tres años
gozarán de la exención total en el ~o del Impuesto de Transmi­
siones Patrimoniales y de Actos Juridicos Documentados, así como
los de cualquier tasa, canon y arbitrio que en otro caso hubieran de
abonar. ,El derecho a la utilización del recurso sé prolongará por un
plazo de setenta y cinco años, contados desde la entrada en vigor
de esta Ley, sin perjuicio de que la Administración ajuste el caudal
del aprovechamiento a las necesidades realés.

3. Los actuales titulares de aprovechamientos de aguas, por
cualquier otro concepto distinto de los anteriores, conservarán el
derecho a la utilización del recurso de acuerdo con lo que se
establece en las disposiciones siguientes.

Segunda.-l. En el plazo de tres años, a partir de la entrada en
vigor de la presente Ley, los titulares de algún derecho conforme, a
la legislación que se deroga,. sobre aguas privadas procedentes de
manantiales que vinieran utilizándose en todo o en parte, podrán
acreditar el mismo, así como el régimen de utilización del recurso,
ante el Organismo de cuenca, para su inclusión en el Registro de
Aguas como'aprovechamiento temporal de aguas privadas. Dicho
regimen será respetado por un plazo máximo de cincuenta pos.
Quienes, al térmmo de dicho plazo, se .encontraran utilizando los
caudales, en virtud de título legitimo, tendrán derechG preferente
para la obtención de la correspondiente concesión administrativa,
de conformidad con lo previstG en la presente Ley.

El carácter opcional de la alternativa que se regula en este
apartado excluye cualquier obligación compensatGria para la Admi­
nistración hacia quien la ejercite, como consecuencia de la transfor­
mación del derecho.

2. Transcurrido el plazo de tres años previsto en el apartado
1, sin que los. interesados hubieren acreditado 5U5 derechos,
aquéllos mantendrán su titularidad en la misma forma que hasta
ahora, pero no podrán gozar de la protección administrativa que se
deriva de la inscripción en el Registro de Aguas.

3. En cualquiera de los supuestos anteriores, el incremento de
los caudales totaJes utilizados, así coino la modificación de las
condiciones o régimen del aprovechamiento, requerirán la opor­
tuna concesión que ampare la totaJidad de la explotación según lo
establecido en la presente Ley. '

4. En todo caso, a los aprovechamientos de aguas a que se
refiere esta disposición transitoria les serán aplicables las .normas
que regulan la sobreexplotaciórt de acuíferos, los usos del agua en
caso de sequía grave o de urgente necesidad. y en $eneral, las
relativas a limitaciones del uso del dominio público hIdráulico.

Tercera.-l. Quienes, conforme a la legislación que se deroga.
fueran titulares de algúlI derecho sobres aguas privadas procedentes
de pozos o galerías en explotación; podrán acreditar en el plazo de

tres años, a partir de la entrada en vigor de la Ley y ante el
Organismo de cuenca correspondiente, para su inscripción en el
Registro de Aguas como' aprovechamiento temporal ,de aguas
privadas, tanto su derecho a la utilización del recurso como la no
afección, en su caso, a otros aprovechamientos legales preexisten­
tes. La Administración respetará el régimen de explotación de los
caudales realmente utilizados, por un plazo de cincuenta años.
Quienes, al término de dicho plazo, se encuentren utilizando los
caudales en virtud de titulo legitiJno, tendrán derecho preferente
para la obtención de la correspondiente concesión administrativa,
de conformidad con lo previsto en la presellte Ley.

El carácter opcional de la alternativa que se regula en este
apartado excluye cualquier obligación compensatoria de la Admi­
nistración en favor de quien la ejercite, como consecuencia de la
transformación der derecho.

2. Transcurrido el plazo de tres años Previsto en el apartado 1
de esta disposición, será de aplicación lo establecido en el
apartado 2 de la disposición transitoria segunda.

3. En cualquiera de los supuestos anteriores, el increment9 de
los caudales totales utiliza<l$ls, aS; como la modificación de las
condiciones o régimen de aprovechamiento, requerirán la oportuna
concesión que ampare la totalidad de la explotación, según lo
establecido en la presente Ley.

4. En todo caso, a los aprovechamientos de aguas privadas a
que se refleje esta disposición transitoria, les 'serán aplicables las
normas que regulan la sobreexplotaeión de acuiferos, los usos del
agua en caSo de sequía grave o de urgente necesidad y, en lleneral,
las relativas a las limitaciones del uso del dominio público

,hidráulico.

Cuarta.-1. Los aprovechamientos de aguas calificadas como'
privadas por la legislación anterior a esta Ley se podrán inscribir
en el RegIstro de Aguas a petición de sus titulares legítimos, y a los
efectos previstos en las disposi!=iones transitGrias segunda y tercera.

2. Todos los aprovechamientos de aguas calificadas como
privadas por la legislación anterior a esta Ley, se declararán por sus
titulares legitimos ante el Organismo de cuenca, en los plazos que
se determinen reglamentariamente.

El Organismo de cuenca, previo conocimiento de sus caracteris­
ticas y aforo, los incluirá en el Catálogo de aprovechamientos de

'aguas privadas de la cuenca.
3. Los titulares de aprovechamientos de aguas continentales

de cualquier clase, que no los hubieren inscrito' en el Registro de
Aguas o incluido en el Catálogo de cuenca, podrán ser objeto de
multas cGercitivas en la forma y cuantía Que resulten de la
aplicación de los criterios determinados en el artículo 109 de la
presente Ley. _

Quinta.-Los Planes Hidrológicos de cuenca, aprobados antes de
la promulgación del Plan Hidrológico Nacional, tendrán plena
eficacia juridica. Los titu1ares de concesiones administrativas
otol'lllldas al amparo de dichos Planes deberán ser inde1Jlnizados.
de no haber dispuesto otra cosa, en sus respectivos condfcionados,
por,1os perjuicios-que, en Su caso, les irrogue la aplicación del Plan
HtdrológlCO Nacional.

Sexta.-Hasta tanto sea probado el Plan Hidroló$Íco de la
cuenca, las cQllcesiones se otorgarán atendiendo a la eXistencia de
caudales suficientes y de conformidad con lo previsto en los
apartados 3 y 4 del artículo 58.

Séptima;-En el plazo· y del modo que reglamentariamente se
determine, los ,Organismos de cuenca revis8rán las características
de los aprovechamientos actualmenle ineritoS en el Registro de
Aprocechamiento de Aguas Públicas, como trámite previo al
traslado de sus asientos al Registro de Aguas del Organismo de
cuenca correspondiente. '

Octava.-Sólo computará, para la actualización de los valores de
las inversiones de obras ya realizadas a que se refiere el artículo
106, el período que haya ti:anscurrido desde la fecha de entrada en
vigor de esta Ley. . '

Novena.-En aquellas cuencas en que no se hubieSen promul­
gado los Reales Decretos constitutivos del Organismo de cuenca,
las funciones previstas para dichos Organismos en esta Ley serán
ejercidas por los organismos administrativos competentes con
anterioridad a la promulgación de esta Ley.

DISPOSICIONES ADICIONALES
Primera.-Los lagos, lagunas y charcas, sobre los que'existan

inscripciones expresas en el Registro de la Propiedad. conservarán
el carácter dominical que ostenten en el momento de entrar en
vigor la prese-óte Ley. . '-

Segunda.-Las Comunidades Autónomas que deseen incorpo­
rarse a la Junta de Gobierno de los Organismos de 'cuenca, según
lo previsto en el artículo 23 de esta ley, ejercerán su opcióh, dentro
del plazo de tres meses, a partir de la publicación de la disposición
reglamentaria que, en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
20.3 delina el correspondiente ámbi¡o territorial.
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MINISTERIO DE TRABAJO
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I .

CORRECCION de errom de lq Orden de 2 de agosto
de 1985 por la gue se ~stablecen los precios .del azúcar
para la campaña 198511986.

Advertido error en el texto remitido .para su publicación de la
citadá Orden. inserta en el ccBoletin Oficial del Estado» número
18.5. de fecha 3 de agosto de 1985, se formula la Siguiente
rectificación: .

En el punto primero, donde'dice:llCEn los precips franco fábrica
no están incluidos ni ~ envase ni los impuestos»; debe decir: «En
los precios franco fabrica están incluidos los costes de fabricación
y los del envasado con el envase».

16662·

16663 REAL DECRETO 136811985. de 17 de julio. por el
que se.. regula.la relactón laboral de carácter especial de
los mmusválldos que trabajen en los Cenlros Especia­
les de Empleo.

El articulo 41 de la ley 13/1982. de 7 de abril, de integraclon
social de los minusválidos. dispone que los minusválidos que por
razón de la naturaleza o de las consecuencias de sus minusvalías no
puedan. provisional o definitivamente; ejercer una actividad labo­
ral en las condiciones habituales. deberán .ser empleados en Centros
Especiales de Empleo, cuando su capacidad de trabajo sea igualo
superior a un porcentaje de la capaCidad habitual, que se fijará: por
la correspondiente norma reguladora de la relación laboral de
carácter especial de los trabajadores minusválidos que presten sus
servicios en Centros Especiales. de Empleo.

Esta configuración en una porma con rango de Ley de la
relación de los minusválidos que trabajen en Centros Especiales de
Empleo como relación laboral de carácter especial es coherente con
el contenido del articulo 2.° de la Ley 8/1980. de ID de marzo. del
estatutl) de los Trabajadores, que establece la consideración como
relación laboral de car$ct,er especial .de los' trabajos que sean
expresamente declarados por una Ley como relaciones laborales de
W carácter. Por su parte, la disposición adicional primera de la Ley
3,2/1984, de 2 de agosto, sobre modificación de determinados
articulos de la Ley del Estatuto de los Trabl\iadores, estableció
cómo el Gobierno, en'e1 plazo máximo de doce meses contados a'
partir de la entrada'en vigor de la propia Ley 32/1984, regularia el
régimen juridico de las relaciones laborales de carácter especial
previstas en el articulo 2.°,1, de'la ley 8/1980, de 10 de marzo, del
Estatuto de los Trabajadores. .

En cumplimiento de dicho mandato, y haciendo uso de la
habilitación contenida en las normas de referencia, el presente Real
~to ~egula la relación laboral de carácter especial de los
mmusválidos que trabajen en Centros Especiales de Empleo,
norma.ésta que se ha elaborado con el criterio básico de recoj!er un
esquema de derechos y deberes laborales, lo más aprOXimado
posible al de las relaciones laborales comunes, junto a las cuales se
lur establecido una serie de peculiaridades derivadas de las especifi­
cas condiciones de los minusválidos, de forma que se cumpla el
obje~vo de integración laboral de los trabajadores minusválidos.
propiO de estos Centros Especiales., .

En. su. virtud;. consultadas las ~tidades interesadas y las
Organizaciones Smdicales y Empresariales más representativas. de
acuerdo con el Consejo de listado, Y.Previa deliberación del
Consejo de'Ministros en su.reunión del dia 17 de julio de 1985.

DfSPONGO:

. CAPlTUW PRIMERO

Dlsposicilmes aefte!llIes
Articulo 1. Ambito de aplicación y exclusiones.
Vno.-E1 presente Real Decreto .regula la relación labol'ill de

carácter especial existente entre los trabajadores minusválidos y los
Centros Especiales de Empleo, prevista en el articulo 41 de la Ley
13/1982. de 7 de abril, de Integración Social de los Minusválidos.

Dos.-Quedan excluidas de su ámbito de aplicación las relacio­
nes laborales existentes entre los Centros Especiales de .Empleo y el
personal no minusválido que pre!lte sus servicios en dichos centros
y la de los trabajadores minusválidos que presten sus servicios en
otro tipo de Empresas.

DISPOSICIONES FIN,.\lES

Primera.-En tO\lo lo que no esté expresamente regulado por esta
ley, se estará a lo dispuesto por e! Código Civil.
· Segunda.-Se autoñza al Gobierno para dictar. a propuesta ~l

Ministerio de Obras Públicas' y .Urbanismo, las d1sp.osiciones
reglam.entarias que fueran precisas' para el cumplimiento de esta
Ley. . ' ..

Tercera.-La presente Ley eiltrará en vigor el dia 1 de enero de
1986, con excepción de la disposición adicional segunda,. que será
de aplicación desde la fecha de su promulgación.

Cuarta.-Los Estatutos u Ordenanzas de las comunidades de
usuarios ya constituidas sq¡uirán vigentes, sin petjuicio de que, en
su caso. hayan de ser reVisados para adaptarlos a los principios
constitucionales de representatividad y estructura democrática.

DISPOSICION DEROGATORIA

l. Quedan derogadas las disposiciones siguientes:

ley de Aguas de 13 de junio de 1879. .
Los artículos 407 a 425del~ Civil de 24 de julio de 1889

en cuanto se opongan a lo establecido en la presente Ley.
. Ley de 24 de julio de 1918, sobre desecación de lagunas,

marismas y terrenos pantanosos.
Real Decreto-Ie,y de 19 de julio de 1927, por el que se modifica

cl811icuIo J.o de la Ley anterior.
· Ley d~ ~ 'de lIlayº de 1932, sobre atribución a los Jefes de
Obras Públicas de faCultader. de los Gobernadores Civiles, y
~cuIo 3,8.5 de la ley dé- .Mo:ltes de 8 de juniº de 1957.

'.> :l:Quedan igualm ente derogadas las demás disposiciones de
carácter senera! que se oponpn a lo establecido en esta Ley, sin
perjuicilHle lo previsto en la di~ón adicional ten:era. .

3,El Oobierno antes de la enUadaen .vigor de esta ley.
mediante Real Decreto, completará la tabla de vigencias de las
disposiciones afectadas por la presente ley.

Por tanto. .
Mando a todos los españoles, particulares y autoridades. que

guarden y hagan guardar esta Ley.
Palma de Mallorca, 2 de agosto de 1'985.

JUAN CARWS R.
El Presidente deHlobierno.

FEUPE GONZALEZ MARQUEZ

Se. faculta al Gobierno pez:a que pueda modificar los Decretos
wnsututlvos de los Organismos de cuenca, cuando lo exigiera la
incorporaci~n ~ ellos de ~s Comunidades Autónomas que no
Imbiesen C]eratado su opción en. el plazo establecido. Estas
modificaciones no podrán set acometidas en ningún caso antes de
que tralKCutran dos años desde la aprobación del Decreto constitu-
uvo del Ot¡anismo. -
T~.-Esta Ley no producirá efectos derogatorios respecto de

la IePslaC1ón .que actualmente se aplica en el territorio de la
Comunidad Autónoma de Clmarias, que subsistirá en tanto ésta no
dicte su propia ICJislaeión. ,
· Serán deaplicacióD, en todo caso, en lftcha Comunidad Aut6­
-. a partir de la entr8da en viJor de IU nueva ·legislación, los
.nicuIos de esta Ley ~ue delinen el dominio público hidraúlico
atatal y aquellos que IU!J!HIPD una modificación o derogación de
las disposiciones CODtAmidas.·en el Código Civil.
~-Las funciones que, de llCIlCt'do.con esta Ley, ejercen los

~Jllsmos de cuet:tca en aquellas que excedan del ámbito territo­
. mi~ una ~~~nidadAu~nbma,COlTCSP..Onderán alas Adminis­

. ~o~s hldraúln;u de aquellas Comunidades que en su prppio
temtono y en vinud 'de sus estatutos de autonomia. ejerzan
ClODlpetencias sobre el 4Gminio ~1Ilico hidraúlico y se trate de
euencas hidrogrificas comprendidaslntecramente dentro de su
tmbito territorial. . . .
'-"Quinta.-E! Ministerio de Obfas Públicas yVrbailismo manten­
drá una estadiltica que permita la vigilancia de la evolución de la
amtidad y la calidad de las agUH continentales en relación con las
características definidas en los Planes Hidrológicos.

Sexta.-Sin perjuicio de las competencias en la gestión del agua
establecida por esta Ley, el Instituto Geológico y Minero de España.
formullU')Í y desarroll~ .planes de investigación tendentes al mejor
conOCimiento y protecclOn de los aculferos subterráneos. y prestará
asesor!1mlento. técnico JI las distintas Administraciones públicas en
maten¡lS relacIOnadas con las aguas subterráneas.

Séplima.-Las posibles limitaciones en el uso del suelo y reservas
de terreno, Jlfevistas.en los articulos 6, 11, 18, l.d), 41 Y88 de esta
Ley, se. aplicarán sm menoscabo de las competencias que las
ComuDldades Autónomas puedan ejercer en materia de ordenación
del terri torio.


